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Se abre la sesión a las diez y cuarenta minutos de la 
mañana. 

CONTESTACION A LA SIGUIENTE PREGUNTA: 

- INCUMPLIMIENTO SISTEMATICO POR LA ADMI- 
NISTRACION DEL ESTADO DE LO ESTABLECIDO 
EN EL ARTICULO 112 DE LA LEY REGULADORA 
DE LA JURISDICCION CONTENCIOSO-ADMINIS- 
TRATIVA DE 27-12-1956 (PRESENTADA POR DON 
JUAN LUIS DE LA VALLINA, CP) 

El señor PRESIDENTE: Señorías, vamos a iniciar la se- 
sión de esta Comisión con el orden del día que les ha sido 
remitido. Empezaremos por el primer punto: una pregun- 
ta que formula el señor De la Vallina al Gobierno. 

En representación del Gobierno ha comparecido para 
contestar a la pregunta que se le va a formular don An- 
tonio Sotillo, Subsecretario del Ministerio de Relaciones 
con las Cortes. Para ello, le doy ya la palabra al señor De 
la Vallina. 

El señor DE LA VALLINA VELARDE: Sin pretensión, 
por supuesto, de contribuir al vendaval antidemocrático, 
puede afirmarse que son evidentes las manifestaciones de 
la resistencia del poder a la sumisión al Derecho, princi- 
pio clave básico de un Estado democrático. Una de ellas 
es la que se refiere a la ejecución de sentencias contra la 
Administración, problemática que plantea cuestiones di- 
versas, incluso algunas que rozan con problemas de cons- 
titucionalidad y que no pretendo abordar ahora. La pre- 
gunta tiene un alcance muy limitado. Simplemente pre- 
tende interesarse por qué el poder no da cumplimiento a 
lo que establece nuestro ordenamiento jurídico en el ar- 
tículo 112 de la Ley Reguladora de la jurisdicción conten- 
cioso-administrativa. Personalmente, ya en la legislatura 
anterior abordé este tema y no he logrado resultados po- 
sitivos, como lo demuestra que una vez más me veo obli- 
gado a interesarme por esta cuestión: por qué no se da 
cumplimiento a lo que preceptúa el artículo 112 de la Ley 
jurisdiccional, que determina que al principio dc cada 
año judicial se publicará en el ((Boletín Oficial del Esta- 
do» una relación expresiva del Cumplimiento que en el 
año anterior hubieran tenido las sentencias de la jurisdic- 
ción contencioso-administrativa, consignando, en cuanto 
a las que no se hubiesen ejecutado, la razón en virtud de 
la cual no hubiese tenido lugar. 

El administrado sufre en numerosas ocasiones, no SO- 

lamente el retraso y lentitud en la Justicia, que tarda a 
veces tres, cuatro y más años en conseguir una sentencia 
favorable; sino que, cuando la consigue, ve que la Admi- 
nistración no cumple el mandato judicial. 

El señor PRESIDENTE: Para contestar tiene la pala- 
bra el señor Sotillo. 

El seíior dXaSECRETARI0 DEL MINISTERIO DE 

RIA DEL GOBIERNO (Sotillo Martí): Efectivamente, el 
artículo 112 puede interpretarse comq respuesta a un es- 
quema de la ley de 1956, en virtud de la cual existe la po- 

RELACIONES CON LAS CORTES Y DE LA SECRETA- 

testad de la Administración de dejar de cumplir las sen- 
tencias de los tribunales. Basta leer los artículos 103 y si- 
guientes para darse cuenta de que existe esa potestad. Y 
ciertamente, después de la Constitución espanola, la pro- 
pia jurisprudencia del Tribunal Constitucional y del Tri- 
bunal Supremo en España ha ido evolucionando hacia la 
idea de que esa facultad, que existía en España desde 1956 
e incluso con anterioridad, no tiene razón de ser. La Ad- 
ministración ha entendido tradicionalmente -desde lue- 
go desde 1956, pero desde antes también- que debía pu- 
blicar la ejecución de los fallos de la jurisprudencia con- 
tencioso-administrativa en el «Boletín Oficial del Esta- 
do», y así lo viene haciendo cada Ministerio competente 
en uso de sus facultades. 

Se ha producido una interpretación del artículo 112, en 
virtud de la cual los propios tribunales suelen concluir 
sus fallos ordenando la publicación de sus sentencias en 
el «Boletín Oficial del Estado», y la Administración -y 
no quiero dejar de reconocer que en algunos casos con re- 
traso- viene publicando dicha ejecución en el “Boletín 
Oficial del Estado». Me parece que el artículo 112 tiene 
que ver más con un sistema político-administrativo, ca- 
racterizado por la discrecionalidad de la Administración 
para no ejecutar las sentencias, por las razones que seña- 
lan los artículos 103 y siguientes. Sin embargo, después 
de la Constitución entendemos que la Administración no 
tanto ejecuta las sentencias cuanto las debe cumplir. Efec- 
tivamente, el artículo 117 de la Constitución es prueba 
evidente de ello. La propia Ley Orgánica del Poder Judi- 
cial establece un sistema en virtud del cual puede susti- 
tuirse la ejecución del fallo por algún mecanismo indem- 
nizatorio, pero no puede dejar de cumplirse ni siquiera 
alegando las razones que avalaban la legislación de 1956. 

En resumen, estamos de acuerdo en la exposición de 
fondo, pero nos parece que la práctica española, desde 
1956 e incluso con anterioridad, ha sido otra. Debo recor- 
dar que el artículo 112 aparece por primera vez en Espa- 
ña en la legislación contencioso-administrativa de 1888. 
Estoy por ver todavía que desde el año 1888 se haya in- 
terpretado el anterior artículo 83, y ahora el artículo 112, 
en el sentido literal de sus términos y no en el sentido, 
que es habitual, de publicación de los fallos en el «Bole- 
tín Oficial del Estado.. No obstante, repito que en el tema 
de fondo, es decir en cuanto a que la Constitución espa- 
ñola ha alterado sustancialmente el régimen previsto en 
los artículos 103 y siguientes de la Ley de la jurisdicción 
contencioso-administrativa, estamos de acuerdo en que 
ese régimen se ha visto profundamente alterado. 

Cuantas veces el Tribunal Constitucional se ha tenido 
que ver con este problema, no ha declarado inconstitucio- 
nales los artículos 103 y siguientes, pero sí los ha matiza- 
do en el sentido de disminuir o limitar las facultades que 
la Administración del Estado tenía para negarse a ejecu- 
tar los fallos mediante decisión del Consejo de Ministros, 
por las razones establecidas en los artículos 103 y si- 
guientes. 

El señor PRESIDENTE: Para turno da réplica, el señor 
De la Vallina tiene la palabra. 
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El señor DE LA VALLINA VELARDE: Aparte de salu- 
dar al señor Sotillo, quiero agradecerle el esfuerzo que ha 
intentado hacer para contestarme, interpretando los pre- 
ceptos de la Ley juridiccional en una líneaque en todo 
caso es discutible. Lo único que lamento de su contesta- 
ción es que una vez más sigamos sin el cumplimiento de 
este precepto 112 de la Ley de la jurisdicción contencio- 
so-administrativa porque no he visto, por parte del Go- 
bierno que aquí representa el señor Sotillo, intención de 
cumplirlo. 

El tema sigue siendo el que era. No hay que decir que 
después de la Constitución ha cambiado el sentido de los 
preceptos referentes a la ejecución de sentencias porque, 
como ha puesto de manifiesto el señor Sotillo, el Tribu- 
nal Constitucional no ha declarado inconstitucional esa 
facultad de la Administración. El Tribunal Constitucional 
no ha entrado en el fondo del asunto; se ha referido siem- 
pre a cuestiones un tanto marginales y, como consecuen- 
cias de ello, no ha querido o no ha podido entrar de ver- 
dad en el fondo. Pero lo cierto es que la ejecución de sen- 
tencias contra el poder es algo que éste se resiste a dejar 
en manos de otro poder, el judicial, y quiere seguir eje- 
cutando. Lo primero que tiene que acordar es si ejecuta 
la sentencia o si, por el contrario, en uso de la potestad 
expropiatoria que, con carácter general, tiene el poder 
frente a los derechos de los particulares, suspende o ine- 
jecuta total o parcialmente la sentencia, y entonces apa- 
rece esa primera decisión en el «Boletín Oficial del Esta- 
do»: la Administración está dispuesta a ejecutar el fallo. 

Pero es que desde esa decisión de ejecución hasta la 
efectiva aplicación del mandato que se contiene en la sen- 
tencia, pasa mucho tiempo, a veces años; o incluso no se 
cumple. El legislador, para compensar esa potestad exor: 
bitante de la Administración de ejecutar sus propios fa- 
llos y de que no los ejecuten los jueces y tribunales (es el 
criterio general,) establece como contramedida -y es un 
precepto que ya no viene de la Ley de la jurisdición con- 
tencioso-administrativa de 1956, sino de antes- ese pre- 
cepto 112, por el cual yo  me interesaba, que consiste en 
que anualmente se diga en qué medida se ha dado cum- 
plimiento a las sentencias cuya ejecución ha sido acorda- 
da previamente por la propia Administración. 

Tal precepto, que no se cumple, sería una garant.ía para 
que el administrado dejase de ser súbdito frente al poder 
y adquiriese la condición de cuidadano que la Constitu- 
ción le otorga. 

El señor PRESIDENTE: El señor Sotillo tiene la pa- 
labra. 

El señor SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO DE 

RIA DEL GOBIERNO (Sotillo Martí): Yo he partido de 
la idea de creer sinceramente que el artículo 112 de la Ley 
de la jurisdicción se enmarca en un contexto legal en vir- 
tud del cual la Administración tenía el poder y la facul- 
tad de no cumplir sentencias dé los tribunales -precisa- 
mente por eso S. S. reconoce que había una compensa- 
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ción- pero que, al menos, se publicasen las no ejecuta- 
das en el <Boletín Oficial del Estado)). 

Creo que hoy, en el régimen constitucional vigente, el 
precepto que debe servirnos de base para construir la rea- 
lidad es el artículo l 18 de la Ley Orgánica del poder Ju- 
dicial, que dice que si la ejecución resultase imposible el 
juez o tribunal adoptará las medidas necesarias que ase- 
guren la mayor efectividad de la ejecutoria y fijará la in- 
demnización que sea procedente, en lo que no pueda ser 
objeto de cumplimiento pleno la sentencia. Por causa de 
utilidad pública o interés social declarada por el Gobier- 
no, podrán exponerse los derechos reconocidos, etcétera. 
Es decir, la sustitución por la indemnización. 

Pues bien, tengo que decirle que el Gobierno tan sólo 
en dos ocasiones ha utilizado la causa de utilidad pública 
o interés social, y hoy día existe la facultad, reconocida 
en la Ley Orgánica del Poder Judicial, de que sean los tri- 
bunales los que ejecuten lo juzgado, conforme establece 
la Constitución. Más aún, si la Ley Orgánica del Poder Ju- 
dicial obliga a elaborar (a la vez que la ley de planta y de- 
marcación, que SS. SS. tendrán en breve en su poder en 
estas Cámaras) una ley de la jurisdicción contencioso ad- 
ministrativa, parece oportuno que en ese momento se 
aborde en su conjunto todo el problema de la ejecución 
de sentencias. 

Repito, pues, que la interpretación que los tribunales 
están dando al artículo 112 y la que la Administración ha 
dado desde la primera vez que apareció el precepto, en el 
año 1888, es la más acorde, en el momento actual, con el 
principio de que la Administración ya no puede negarse 
a cumplir sentencias. Esa es la interpretación del artícu- 
lo 112; interpretación pacífica por los propios tribunales 
que ordenan la publicación de la ejecución de cada sen- 
tencia, y así se viene haciendo. 

Estamos de acuerdo en el fondo con lo que plantea el 
señor De la Vallina, en cuanto a si la Administración en 
ocasiones se resiste a cumplir algunas sentencias, lo cual 
es cierto, pero de ello no puede deducirse que el mero 
cumplimiento del artículo 112 garantice la solución de los 
problemas que ha planteado su señoría. 

Ei señor PRESIDENTE: Señorías, vamos a suspender 
la sesión durante cinco minutos para seguir con el orden 
del día previsto. 

Se reanuda la sesión. 

DEBATE Y, EN SU CASO, APROBACION POR LA CO. 
MISION, CON COMPETENCIA LEGISLATIVA PLENA, 
DEL PROYECTO DE LEY POR EL QUE SE MODIFICA 
LA LEY DE MEDIDAS PARA LA REFORMA DE LA 
FUNCION PUBLICA 

El señor PRESIDENTE: Señores Diputados, vamos a 
continuar la sesión de la Comisión, para debatir, con com- 
petencia legislativa plena, el proyecto de ley por el que se 
modifica la Ley de Medidas para la Reforma de la Fun- 
ción Pública. 
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su momento una enmienda a la totalidad que se defendió 
en el Pleno de hace quince días. 

Dado que funcionamos con competencia legislativa plc- 
na, vamos a pasar lista de los miembros de la Coniisióii 
y si hay alguna sustitución, ruego que sea comunicada 
por los Grupos. (Por el señor Secretario se procede a pa- 
sar lista de los miembros de la Comisión presentes y 
representados.) 

Me indican algunos miembros de la Comisión que ,  en 
principio, hay que ratificar los componentes de la Poncn- 
cia, de acuerdo con el artículo 113 del Reglamento y la re- 
solución de la Mesa de 30 de noviembre de 1983. ¿Se ra- 
tifica la Ponencia por todos los miembros de la Cornisión? 
(Pausa.) 

Por unanimidad queda ratificada la ponencia y sus 
componen tes. 

El método que vamos a seguir para debatir el provecto 
de ley va a ser fundamentalmente artículo por artículo de 
los que forman parte del proyecto. En cuanto a los q u e  
no forman parte de él, como consecuencia de cnniieridas, 
los discutiremos en el orden que les corresponde dentro 
de la globalidad. Por ejemplo, los artículos iiúiiic- 
ros 2:1,3.", 5:, 7.0 y 14, serían los primeros cuyas enniicri- 
das discutiríamos y seguiríamos ordcnadariicnte de 
acucrdo con la propia relación que ha sido claborxln por 
la Comisión. 

Si en algún supuesto concreto un Gr~ ipo  considerara 
que hay que proceder a algún otro tipo de división o de 
agrupación de enmiendas, esta Presidencia lo considci.n- 
rá  para facilitar, en cualquier caso, el debate. (El senor 
Zubía Atxaerandio pide la palabra.) 

El señor Zubía tiene la palabra. 

El señor ZUBIA ATXAERANDIO: Señoi. Prcsidciitc, 
apelo a su benevolencia a fin de que pueda coiicedcriric 
al palabra en primer lugar para el mantenimiento de mis 
enmiendas, porque tengo que estar prcscntc en otra Co- 
misión en este mismo momento. 

Le rogaría, habida cuenta de que nucstro número de cn- 
miendas es escasisimo, que me permitiera hacer una clc- 
fensa conjunta, sin perjuicio de la opinión que puedan tc- 
ner otros portavoces. 

El señor PRESIDENTE: i Hay algún inconvcnicritc poi' 
parte de los demás portavoccs? (Pausa.) 

Esta Presidencia no tiene inconveniente en conccdcrlc 
la palabra, pero desea añadir que se rotaráti sus cnmicii- 
das en el momento que corresponda en la ordenación del 
debate de los distintos artículos. 

Tiene la palabra el señor Zubía. 

El señor ZUBIA ATXAERANDIO: Efectivamente, 
nucstro Grupo presentó a este proyecto un total clc en- 
miendas escaso, concretamente van de la 2 a la 19, i ini-  

bas inclusive. En este momento, sólo quiero decir que re- 
tiramos la número 4 y que las 1 1  y 8 han sido incorpoix- 
das ya el informe de la Ponencia. Consccucntcnientc, sc- 
ría necesario someter el resto de nuestras enmiendas a vo- 
tación. Las doy por defendidas en este acto en los inisrrios 
tkrminos en que figuran, sobre todo habida cuenta de que 
su filosofía es conocida, pues nuestro Grupo prcscntti en 

El señor PRESIDENTE: El señor L ó p c ~  Luna tiene la 
palabra. 

El señor LOPEZ LUNA: Muv brcvciiiciitc, scñor Prcsi- 
dcntc, aiitcs de que se ausente el rcprcsciitantc del Grupo 
Vasco quería cxpoiicr a la Comisión y ,  por supuesto, r i  la 
Mesa, una  cnriiiciida de transaccitin con la riúiiicro 2, elel 
PNV, al artículo 15.1. 

Lo que el Grupo Vasco p i w x d c  es  la sustitución de la 
palabra «valoración» por la de «retribuciones)). Ci~cctnos 
que es conveniente sustituir la palabra «valoración», pero 
con una redacción que paso scguidn~iicntc a la Mcsa o, cn 
su caso, la puedo Icci- para conocimiciito de la Coriiisión. 

El señor PRESIDENTE: Pase a leerla, s in  perjuicio de 
cntrcgrirla a la Mcsa. 

El señor LOPEZ LUNA: El artículo 15.1 qucclai,ía a s í :  
((Las relaciones de puestos de trolxi,jo clc la A c l i i i i i i i s t i w  

ción del Estado son el instrumento tcciiico 21 i i . a v &  del 
cual se realiza la ordciiaci0ri del pc~soi i~ i l ,  clc ;ic~ici.do con 
las necesidades de los servicios y se prwisaii los i.cquisi- 
tos para el desempeño de cada puesto cn  los ti.riniiios si- 
guientes: a )  Las relaciones compi.c.iidci.liii ... )~ y ,  ;i coiiti- 
iiuación. sigue igual el texto dcI piuyccto de lcv. 

El señor PRESIDENTE: El señor Ca1dci.a ticiic la 
pala brü . 

El señor CALDERA SANCHEZ-CAPITAN: Bit la iiiis- 

rna línea de lo avunzado por el seiior. 1-ópcz L~iii i i  y aten- 
diendo a la ineludible necesidad del scrioi' Zubía clc alxiri-  

donar la Comisión, iiic gustaría oli~cccrlc una cririiienda 
ttaiisaccional a tres de las que Iia tlado por dclbiididos cii 

este trámite. En concreto son la núriici.os 6, 7 y Y ~ l c l  Gru- 
po Parlaincntario Vasco, que prctcntlcn, en síntesis, mo- 
dificar lo establecido e n  el original artículo 1.3 de  In 
Le? 30/1984, de Medidas para la Kcloriiia de I;i F~iiicióii 

Pública, y que csián dirigidas coiici'C'tLiiiiciitc ;I una sciic 

Sc trata sintCticanicntc de iiiodil'icai- los prcccptoi 11á- 
sicos de dcclaracióri de la Le\'. Nosotros ol ' iuxnios ,  en lí- 
nea con sus enmiendas, la sigtiiciiíc ti'arisncción. El :ir- 

ticulo 1.3 de lii Ley 3011984, d c b  Mcdid:is patx la Rcl'oimiri 
dc 1;i Función Pública qucdari;i rcclactado clcl siguiciitc 
modo: Sc'considcraii bases tlcl ri.giiiicii cstatuiai'io clc los 
htcioriarios públicos, dictadas al ~ i i n p a r o  tlcl ;irticLt- 
lo 149.1.18 de la Coiistitucióii, y en cwrisccuciic1;I Liplica- 
bles al personal clc todas las Adiiiiriisti~acioiics públicas, 
los siguientes precepto i'ticulo 3.a.. ¿ipartaclo 2 ,  Icir.ns e )  
v 1); artículo 6."; artículo 7."; iii.tíc~i10 8."; ai.tículo I I ; :ir- 
tículo 12; artículo 13, apartndos 2,  3 y 4; ~ i i ~ ~ i c ~ i l o  14, iipar'- 
tados 4 v 5; articulo 16; articulo 17, ariicitlo 18; articu- 
lo 19, apartados I y 3:  articulo 20, apartados 1 ,  Ictt.Li ii), 

letra b) párralo 1 ,  le t ra  c)  y le t ra  e), y ;isitiiisi~~o los iipai.. 
tados 2 y 3 del citado artículo 20; iii.ticulo 21; ;ii,ticu- 

de apartados del articulo 20 del ~icttial provecto de ley. 
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lo 22,l; artículo 23; artículo 24; artículo 25; artículo 26; 
artículo 29; artículo 31; artículo 32 y artículo 33; disposi- 
ciones adicionales tercera, apartados 2 y 3; disposición 
adicional cuarta; disposición decimosegunda y decimo- 
quinta; disposiciones transitorias segunda, octava y no- 
vena. 

Esos serían los tkrminos de la transacción. 

El señor PRESIDENTE: El Señor Zubía tiene la pala- 
bra para saber si acepta o no la transacción y retirar las 
enmiendas sobre las que se ofrece. 

El señor ZUBIA ATXAERANDIO: A esos solos efectos. 
Efectivamente vamos a aceptar las dos transacciones que 
se nos ofrecen y ,  en consecuencia, procedemos a retirar 
las enmiendas números 2 ,  6, 7 y 9. 

El señor PRESIDENTE: En su momento se procederá 
a las votaciones, tanto de las enmiendas como de las tran- 
sacciones. En cualquier caso, no sé si los demás Grupos 
necesitarían conocer, salvo que coincida con lo que ya se 
discutió en Ponencia, la enmienda referentc a los prcccp- 
tos básicos. 

Procederemos a entregar a SS. SS. una fotocopia con 
los artículos que se consideran básicos, para que sea es- 
tudiada por los distintos Grupos, por cuanto esta enmien- 
da transaccional necesariamente haría referencia a un 
nuevo artículo que no se citaba en el proyecto de ley re- 
mitido por el Gobierno y que se está discutiendo en las Cá- 
maras. Vamos a continuar el debate. 

La Agrupación de la Democracia Cristiana tiene prc- 
sentadas dentro del artículo 1 ." del proyecto de ley, las cn- 
miendas números 26, 27, 28 y 29, que hacen referencia a 
los artículos 3.", S.,,, 7: y 14 de la Ley de Medidas. 

Para su defensa, tiene' la palabra el señor Núiiez. 

El seiior NUNEZ PEREZ: No voy a ser tan rápido y tan 
eficaz como el señor Zubía, ni a sacar tanta rentabilidad 
a su intervención, pero voy a mantener y defender mis 
enmiendas. 

Además de las citadas por el señor Presidente, hay otra 
que trae causa de la suerte que corran otras que han pre- 
sentado otros Grupos sobre la necesaria modificación del 
párrafo primero del artículo 1 .U, en el sentido de conside- 
rar que en los artículos y disposiciones adicionales y tran- 
sitorias de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para 
la Reforma de la Función Pública, quedan redactados, y 
en su caso suprimidos, de la forma siguiente. 

Si se aceptasen determinadas enmiendas no cabe duda 
de que habría que modificar el texto de este artículo sc- 
gún lo ofrece el proyecto de ley. Por tanto, no requiere ma- 
yores explicaciones. 

Paso a defender las enmiendas siguientes. N o  cabe duda 
de que la sentencia del Tribunal Constitucional, declaran- 
do inconstitucionales seis preceptos de la Ley del 2 de 
agosto de 1984, sobre Medidas para la Reforma de la Fun- 
ción Pública, significó una dura descalificación jurídica 
de los más importantes aspectos -y yo me atrevería a de- 
cir- y de las más claras intenciones y propósitos que se 

recogían en la Ley elaborada durante la etapa de Javier 
Moscoso como Ministro de la Presidencia. 

En términos generales (esta mañana no voy a insistir más 
en ello porque ya tuvimos ocasión de hacerlo con motivo 
del debate de totalidad), la sentencia estima contrarias a 
la Constitución las amplias facultades que otorga al Co- 
bierno la Ley 3011984, en relación con el Estatuto de la 
Función Pública. Todos los grupos parlamentarios -y 
fuera de esta Cámara todos los sindicatos- han pedido 
al Gobierno una reforma global de la Función Pública. El 
Gobierno no ha querido aprovechar la ocasión que le brin- 
daba el cumplimiento de la sentencia para hacerlo y ha 
rcmendado la Ley anterior.iAllá el Gobierno, allá el gru- 
po parlamentario, con sus competencias, sus responsabi- 
lidades y su mayorías! Nuestra Agrupación ha creído, in- 
genuamente quizá, que puestos a hacer arreglos provisio- 
nales, podrían elaborarse enmiendas de adición a otros 
artículos de la Ley 3011984, a los que no hace referencia 
este proyecto de ley que hoy, en competencia legislativa 
plena, estamos debatiendo. 

Esta Comisión tiene la posibilidad de mejorar este pro- 
yecto dc Icy cn lo que sea mejorable. Todas nuestras en- 
miendas tratan de matizar facultades que el Gobierno tie- 
ne y que, aunque no rocen la constitucionalidad (el señor 
Espasa en el debate de totalidad se refirió a la posible in- 
constitucionalidad de algunos de estos preceptos que to- 
davía se mantienen o se modifican), pueden facilitar el 
abuso o la parcialidad o pueden afectar a la neutralidad 
dc la Administración. Me estoy refiriendo a las enmien- 
das números 26, relativa a la negociación colectiva; 27, 
que se refiere a las competencias del Ministerio de Edu- 
cación y Ciencia; 28, relativa a la composición del Conje- 
so Superior de la Función Pública; y 29, que se refiere a 
la supresión de los dos párrafos del artículo 14, relativo 
a dotaciones presupuestarias de personal. 

En cuanto a la enmienda 26, pretende sustituir el inci- 
so del apartado b), número 1 ,  la frase <(así como dar va- 
lidez y eficacia...)), por la de «pudiendo el Gobierno reser- 
varse para sí el dar validez y eficacia...». Lo que dice este 
apartado es que al Gobierno Ic corresponde determinar 
las instrucciones a que deberán atenerse los representan- 
tes de la Administración del Estado cuando proceda la ne- 
gociación de sus condiciones de empleo con la represen- 
tación sindical de los funcionarios públicos, así como dar 
validez y eficacia -esto es lo que se modifica- a los 
acuerdos alcanzados mediante su aprobación expresa y 
formal, estableciendo las condiciones de empleo para los 
casos en que no se produzca acuerdo en la negociación. 
Lo normal, señorías, es que la delegación de la Adminis- 
tración que acude a la mesa de negociaciones esté facul- 
tad a para firmar los acuerdos que correspondan, siem- 
pre que dichos acuerdos s,e atengan -¡cómo no- a la Ley. 

Otra cosa es que, para casos concretos y excepcionales, 
la Administración se reservara la última decisión antes 
de la firma del acuerdo. Pero esta circunstancia debería 
hacerse constar a la delegación de los sindicatos que re- 
presentan a los funcionarios. 

Este es el sentido de nuestra enmienda. 
La más viva y palpitante actualidad está dándonos 
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muestras de las quiebras de este planteamiento en caso 
de ser mantenido así. 

Representantes del Ministerio de Educación y Ciencia, 
por un lado, y miembros de los sindicatos más represen- 
tativos por otro -CESIF, ANPE, Comisiones Obreras y 
UGT-, según las últimas elecciones celebradas entre el 
20 de noviembre y el 31 de diciembre del pasado año, han 
elaborado borradores de acuerdos o preacuerdos en un 
marco de negociación ambiguo, discrecional y cambiante 
según las circunstancias. Una y otra parte deben tener 
perfectamente señaladas las reglas del juego. Ya sé que 
no se podrá aplicar al pie de la letra la normativa vigente 
en materia de negociación colectiva, pero sí una norma- 
tiva específica sobre el contenido de estas negociaciones, 
de todas las negociaciones, y el método que se emplee en 
las mismas. 

Nuestra enmienda no ofrece más que una limitación a 
una exagerada facultad reservada por el Gobierno. No re- 
suelve las cosas. Ya sabemos que resolverlas formaría par- 
te de un buen Estatuto de la Función Pública. Esta en- 
mienda es una llamada de atención sobre algo que la rea- 
lidad más cruda está poniendo de relieve. Los órganos de 
representación deberán abordar de manera eficaz el mar- 
co de la negociación de las condiciones de empleo, tal y 
como se señala en el artículo 3:, todavía vigente y sin mo- 
dificación, de la Ley 30/1984. Dijimos en el Pleno que no 
tenía sentido seguir reservando para dicha negociación el 
simple reparto de determinadas cantidades globales con- 
signadas en los Presupuestos Generales del Estado, o re- 
medios extraordinarios para situaciones traumáticas. Es 
una triste gracia que, huyendo de fórmulas exigidas por 
todos los sindicatos y grupos parlamentarios; huyendo de 
fórmulas con validez contrastada en otras administracio- 
nes, haya de caerse año tras año en concesiones que na- 
cen de los gritos de un ciudadano que rompe farolas a mu- 
letazos, o de huelgas que cierran semana tras semana los 
centros docentes. 

En síntesis, no basta con que se regule por ley los ór- 
ganos de representación. Es necesario determinar las con- 
diciones de trabajo y la participación del personal al ser- 
vicio de las Administraciones públicas por un procedi- 
miento perfectamente normado. Es necesario también 
que los representantes sindicales elegidos y los electores 
de los mismos sepan que van a participar realmente en 
las condiciones de empleo de los funcionarios públicos. 
Con la reserva de facultades que el Gobierno se otorga en 
este artículo, que pretendemos modificar con nuestra en- 
mienda, esto no es posible. 

La enmienda 27 se refiere al artículo 5 de la Ley 
30/1984. Proponemos en ella la supresión de dicho artícu- 
lo porque consideramos que concede exageradas compe- 
tencias al Ministerio de Economía y Hacienda. Estima- 
mos que quedan suficientemente reseñadas las competen- 
cias del Gobierno en el artículo 3:, por lo que carece de 
sentido otorgar al Ministerio de Economía y Hacienda 
una potestad que afecta a todos los Ministerios y,  en par- 
ticular, al propio Ministerio de Economía y Hacienda. No 
tiene sentido otorgar al Ministro de Economía y Hacien- 
da la exclusiva para hacer propuestas relativas a la polí- 

tica de gastos de personal y ,  menos, la de autorizar cual- 
quier medida relativa al personal que puede suponer mo- 
dificación en el gasto. A este respecto, se aprueban unos 
presupuestos y unos mecanismos de ejecución y modifi- 
cación. Si existe un Ministro para las Administraciones 
Públicas es para algo. En el debate de la Ley de Presu- 
puestos Generales del Estado para 1987 y,  en concreto, en 
las enmiendas de totalidad presentadas a la Sección 22, 
alabando y reconociendo el acierto de la creación del Mi- 
nisterio de Relaciones con las Administraciones Públicas, 
estimábamos necesario rescatar del Ministerio de Hacien- 
da competencias en materia de Función Pública, adscri- 
biendo al nuevo Ministerio, entre otros organismos del 
Ministerio de Economía y Hacienda, la Dirección Gene- 
ral de gastos de personal y otros centros directivos y, en 
concreto, competencias tales como la elaboración de ca- 
tálogos, etcétera. En este sentido, nuestra enmienda es 
congruente con la posición que mantuvimos en aquel de- 
bate. Se trata, simplemente, de conseguir lo que no logra- 
mos entonces porque la enmienda fue rechazada. 

La enmienda 28 hace referencia al artículo 7: de la Ley 
30/1984. Solicita la modificación de las letras a), b) y d) 
del número 1, con el fin de que obtengamos una compo- 
sición del Consejo Superior de la Función Pública con ele- 
mentales criterios de representatividad y eficacia en el 
funcionamiento de un órgano colegiado de participación, 
máxime dado su carácter consultivo y no vinculante. No 
tiene mucho sentido que en un órgano de consulta de esta 
naturaleza las partes afectadas (es decir, Administración 
y funcionarios) estén representadas por 51 y 17 miembros 
respectivamente, a menos que se quiera mantener la fic- 
ción de que la Administración central, la autonómica y la 
local, no tengan nada que ver entre sí a este resbecto, pero 
lo mismo podrían decir los funcionarios de cada uno de 
estos ámbitos. Nuestra enmienda propone que, en cuanto 
a la Administración del Estado, formen parte del Consejo 
17 representantes nombrados por el Gobierno; por parte 
de las Comunidades Autónomas, un representante -lo 
que sumaría 17 personas-, nombrado por el respectivo 
Gobierno autonómico, y en cuanto a personal, habría 17 
representantes designados por las organizaciones sindica- 
les en cada uno de los ámbitos del Estado autonómico y 
local, en proporción a su representatividad en cada uno 
de dichos ámbitos y ponderando los desequilibrios que 
causa la diferente regulación de la elección de represen- 
tantes entre el personal funcionario y el laboral. 

Señor Presidente, señorías, debo recordar una vez más 
que en el proyecto de Unión de Centro Democrático, re- 
mitido a esta Cámara en 1981, se configuraba un consejo 
paritario (doce representantes de la Administración pú- 
blica y doce de los funcionarios), reducido en el número, 
lo cual era un buen motivo para garantizar una mayor efi- 
:acia de este organismo consultivo. A la vez, se hacía pa- 
ritaria la representación de la Administración y de los 
Funcionarios, lo cual nos parece de elemental justicia. 

Finalmente, la enmienda 29 hace referencia al artícu- 
lo 14. Se propone la supresión el número 1 del artículo 
14 de la Ley 3011984, que consta de dos párrafos. Como 
saben sus señorías, este artículo se refiere a las dotacio- 
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nes presupuestarias de personal. Se dice que tales dota- 
ciones se distribuirán entre los programas de gasto de los 
distintos centros gestores y que, a estos efectos, serán pre- 
viamente informados por comisiones de análisis de pro- 
gramas alternativos de gasto. Asimismo, se señala que 
esta distribución se hará de forma que se garantice el ne- 
cesario equilibrio entre medios materiales y humanos 
asignados a cada uno de ellos. 

Considero que en los siguientes apartados del artícu- 
lo 14 quedan suficientemente garantizadas las conexiones 
de programas de gastos y costes de todos los puestos de 
trabajo. En consecuencia, carece de sentido esa llamada 
al equilibrio. Menos sentido tienen las llamadas comisio- 
nes de análisis de los programas alternativos de gastos y 
la referencia significatjva a los Ministerios de Economía 
y Hacienda y Presidencia, pues debería referirse al Minis- 
terio de Administraciones Públicas. Se supone que cada 
programa dc gasto de un centro gestor va acompañado de 
una valoración de los medios personales con que se cuen- 
ta para su ejecución y, en su caso, con las modificaciones 
necesarias. Lo que no tiene sentido es elaborar programas 
de gasto cada año y posteriormente tratar de acomodar 
las situaciones presupuestarias de personal. Más lógico 
parecería que al elaborar los programas de gasto se tu- 
viera en cuenta qué medios personales se tienen. Fijados 
los medios personales, las dotaciones presupuestarias de 
personal se derivan del procedimiento general de fijación 
de retribuciones y no de pretendidos equilibrios. En cuan- 
to a la creación de comisiones (ignoro si han funcionado, 
hemos formulado una pregunta en este sentido y todavía 
no nos ha sido contestada), supondría entrar en el análi- 
sis que podría distorsionar el enfoque de los programas 
de gasto desde la óptica de una política de retribuciones. 

Señor Presidente, a lo mejor me he extendido demasia- 
do, por lo que pido disculpas al señor Presidente y a sus 
señorías. Estamos en competencia legislativa plena, y por 
eso, me he permitido argumentar con mayor énfasis al- 
gunos puntos que consideramos que deberían ser modifi- 
cados con ocasión del debate de este importante proyecto 
de ley. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista, el se- 
ñor López Luna tiene la palabra. 

El señor LOPEZ LUNA: No sé exactamente qué méto- 
do emplear para contestar al señor Núñez después de ha- 
berle escuchado. Por cortesía, tendría que ser, como mí- 
nimo, tan extenso y tan intenso en los argumentos que él 
ha dado. Me va a permitir S .  S .  que no sea cortés. Me voy 
a limitar a la discusión de los artículos del proyecto de 
ley que el Gobierno nos ha enviado y que hoy se discute 
en esta Comisión. Es legítimo desde el punto de vista pro- 
cedimental y no hay nada que objetar -por eso están ad- 
mitidas- a la presentación de enmiendas, cosa que es ob- 
vio que ha hecho el señor Núnez, en nombre de la Demo- 
cracia Cristiana, en relación con otros artículos del pro- 
yecto de ley y con otros objetivos. Por tanto, me va a dis- 
culpar si no contesto en profundidad a todos los argumen- 
tos que él ha expuesto tan brillantemente. 

Esa discusión es propia del debate de totalidad. Aquí 
se está desarrollando la discusión sobre los artículos del 
proyecto que ha sido presentado por el Gobierno. Todos 
los argumentos que S .  S .  ha expuesto y los que yo les po- 
dría señalar -no lo voy a hacer para ahorrar tiempo- 
son los mismos que cuando se discutieron en el Congreso 
de los Diputados, tanto en Pleno como en Comisión, dos 
leyes importantes que están actualmente vigentes: la Ley 
3011984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de 
la Función Pública, que S .  S. pretende modificar ahora, y 
que después fue cumplimentada en ciertos aspectos por 
la vigente Ley de órganos de representación, determina- 
ción de las condiciones de trabajo y participación del per- 
sonal al servicio de las Administraciones Públicas. Los ar- 
gumentos que usted ha expuesto ya fueron expresados en 
su momento. Asimismo, las respuestas que yo le podría 
dar ya fueron ofrecidas cuando se discutieron esas leyes. 

Por ultimo, con respecto a la sentencia del Tribunal 
Constitucional, es cierto, no se puede dudar y por.eso se 
trae esta ley aquí. Ojalá todos los Grupos aceptaran en 
sus propios términos y en sus últimas consecuencias y 
conclusiones la sentencia del Tribunal Constitucional; por 
eso el Gobierno trae aquí este proyecto de ley, para mo- 
dificar aquellos preceptos que han sido declarados incons- 
titucionales. Pero eso trae en consecuencia inmediata- 
mente, por no entrar demasiado en el fondo, una eviden- 
te contradicción del señor Núñez. Los preceptos que él 
pretende modificar ahora con sus enmiendas, que son los 
artículos 3.", S.", 7:'y 14, han sido declarados perfectamen- 
te constitucionales por el Tribunal Constitucional. Por 
tanto, creo que estamos perfectamente legitimados para 
no modificar en nada esos artículos. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Núñez. 

El señor NUNEZ PEREZ: Voy a intervenir brevemente 
para decirle al señor López Luna, en el tono de su res- 
puesta, que, evidentemente, puede argumentar como le 
parezca bien para rechazar nuestras enmiendas o no ar- 
gumentar nada, como ha hecho. El Tribunal Constitucio- 
nal no ha dicho que los artículos 3:, S.", 7." y 14 sean per- 
fectamente constitucionales; ha pasado en silencio sobre 
ese tema, no ha dicho ni media palabra. Nosotros enten- 
demos que, dentro de la preocupación general que moti- 
vó la sentencia, está que la Ley 30184 concedía amplísi- 
mas facultades al Gobierno y que estos artículos que no- 
sotros pretendemos modificar las siguen concediendo. 

En ese sentido, sin prejuzgar si tales artículos rozan o 
no la Constitución, aprovechando que estamos haciendo 
una obra de revoco o de remiendo podríamos dar un re- 
pasito a algo que sigue descubriendo determinadas ver- 
güenzas, y ése es el sentido de mis enmiendas. Tengo que 
recordar a S .  S. que esas enmiendas ni en el debate de la 
ley 30/84, porque lo he estado repasando, ni tampoco en 
el debate de totalidad, han sido estudiadas ni reseñadas. 
El tema de la negociación colectiva no aparece por nin- 
guna parte del debate de 1984; por ninguna parte. Y ade- 
más, es lógico por una razón muy sencilla: porque des- 



pués de la Ley 911987, es decir, tres años más tarde, hav 
un planteamiento en cuanto a la acción sindical de los rc- 
presentantes sindicales elegidos entrc noviembre y di- 
ciembre que deberían haber tenido un cierto reflejo en 
esta Ley. 

El argumento que sí le admitiría -y estaría dispuesto 
a retirar todas estas enmiendas y es muv posible que com- 
pañeros de otros Grupos Parlamentarios hicieran lo mis- 
mo-, porque ése sí sería un argumento, es que casi todos 
estos temas forman parte de lo que podía ser un estatuto 
de la función pública. Entonces, lo que podríamos hacer 
es decir: vamos a votar en contra de estos artículos, va 
que no pudimos devolverlos por el sistema de debate de 
totalidad, vamos a devolvérselos así'al Gobierno v a pe- 
dirle que, por otra vía, nos envíe un proyecto de cstatuto 
de la función pública, y a lo mejor podríamos debatir es- 
tos temas. 

Repito que algunos puntos de estas enmiendas -yo por 
lo menos no lo he visto- no han sido debatidos en antc- 
riores ocasiones. En todo caso, permítame decirle dos co- 
sas, sobre todo en uno de los tcmas que más me preocupa 
y que más les preocupará a muchos de ustedes, que son 
auténticos y fervientes sindicalistas. En el capítulo de la 
acción sindical en las Administraciones públicas, tras la 
entrada en vigor de la Ley 9/87 a la que antes me hc re- 
ferido, queda por profundizar lo que debe ser el marco de 
la negociación colectiva de dicho ámbito, y eso usted lo 
sabe muy bien. (Hasta cuándo vamos a dejar este tema 
sin resolver? ¿Hasta que envíen ustede el estatuto? Pero 
si ustedes llevan este ritmo, jcuándo podemos nosotros 
considerar que tendremos esta solución normativa? Pues 
no lo sé, y no voy a decir la famosa frase de que se deja 
«ad calendas grecas» porque está tan manida que ya nv  
significa nada. Simplemente quiero mostrar mi preocu- 
pación de que vamos a tener una laguna legislativa que 
va a producir serios problemas. 

Yo creo que la unilateralidad vigente en nuestro Dere- 
cho administrativo a la hora de fijar las condiciones de 
trabajo de los funcionarios en favor de la Administración 
debe ir moderándose, y éste es el sentido de nuestra en- 
mienda, y esta tendencia a la moderación de la unilate- 
ralidad, que no está debatida en ningún momento de esta 
legislatura ni de la anterior, debe llegar, en un plazo no 
muy prolongado, a una vigencia plena del derecho a la f i -  
jación de las condiciones de trabajo a través de la nego- 
ciación colectiva para los funcionarios. El estatuto que to- 
dos demandamos es la vía idónea para sentar las bases 
de tal objetivo. Como hemos dicho muchas veces, el esta- 
tuto debe fijar los criterios de representatividad sindical 
en el ámbito de los funcionarios de manera auténtica, tal 
como reclamaba el preámbulo de la Ley 30184, y para ello 
sobran las referencias y criterios de representatividad ex- 
traños al estricto ámbito funcionarial. y aquí sí que los 
hay, en esta ley, que se mantiene vigente en esos puntos 
que nosotros tratamos de modificar. 
No quiero cansarles más, señor Presidente. Vuelvo a dar 

las gracias al señor López Luna por el tono de su contcs- 
tación, pero le hubiera agradecido que hubiese comparti- 
do conmigo la preocupación en el debate de estos problc- 

mas. (El señor De la Vallina Velarde pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Señor De la Vallina, supongo 
que pedirá la palabra para una cuestión de orden. 

El scnor DE LA VALLINA VELARDE: Es más bien una 
petición a la Presidencia. A mi Grupo le gustaría fijar la 
posición e11 este momento más que en la explicación dc 
voto. Mc gustaría ahorrar la explicación de voto e intcr- 
venir ahora. 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo, señor De la Valli- 
na, pero primero voy a darle la palabra al señor Lbpez 
Luna, en nombre del Grupo Socialista. 

El señor LOPEZ LUNA: Quizá nic he excedido en  nii ca- 
lificación de que el Tribunal Constitucional ha declarado 
perfectamente constitucionales los artículos objeto dc dc- 
bate, 3.", 5:', 7." y 14, v concretamente el 3:'. No si. si será 
excesivo, pero desde luego el Tribunal Constitucional no 
ha declarado que sean anticonstitucionalcs o inconstitu- 
cionales, como sí ha hecho con otros dos artículos. Por 
tanto, el Tribunal Constitucional considera que estos ar- 
tículos encajan dentro de la Constitución, con indcpcn- 
dcncia -v eso tambikn lo han dicho muchas sentencias 
del Tribunal Constitucional- de que se pueda buscar otra 
lOrmula que tambicin quepa dentro de la Constitucióri. 
Pero nos parece válida la fórmula que establece tanto la 
Ley 3011984, de 2 de agosto, conlo sobre todo -y es la 
que yo le he citado y a la que yo me remitía- la vigente 
Ley Y/lY87 (a la que usted ha hecho referencia con el terna 
de la negociación colectiva para los funcionarios) de ór- 
ganos de representación, determinación de las condicio- 
nes de trabajo y participación del personal al servicio de 
las Administraciones públicas. Yo tuve el honor de ser po- 
nente en ese tema de la negociación y podría citarle al- 
gunas sentencias que se mencionaron en aquel momento, 
Dero para que usted no crea que no quiero contestarle, le 

d a  concretamente de la negociación colectiva y dice, cn- 
tre otras cosas (cito textualmente lo más importante que 
Jueda traer a colación este tema): «Se reafirman y au- 
ncntan las conclusiones establecidas en el fundamento 
xxto de esta sentcncia, con las precisiones de que la Cons- 
titución no reconoce a los funcionarios públicos el dere- 
3ho a la negociación colectiva de sus condiciones de em- 
h o ,  correpondiendo al Estado la determinación de las 
,ases cn materia de función pública)). Yo creo que esta 
sentencia es clarísima-. 

A pesar de eso, la vigente Ley 9/87, de órganos de rc- 
msentación, determinación de las condiciones de traba- 
o y participación del personal al servicio de las Adminis- 
raciones públicas, establece una fórmula intermedia en 
:I artículo 32, que dice: «Serán objeto de negociación, en 
ius ámbitos respectivos y en relación con las competcn- 
:¡as de cada Administración pública, las siguientes mate- 
,¡as...», citando una serie de ellas. Y el artículo 33 dice 
lue procederá la consulta -por tanto no la negociación- 
in aquellos temas que sean materias reservadas de ley, v 

3 '  irt 'r que hay una sentencia de 27 de julio de 1982 que ha- 



&ta es ,  obviamente, una materia reservada de ley, la Ley 
de Presupuestos. 

Eso no quita para que en el criterio que se tenga que 
forjar el Gobierno para presentar el proyecto de Icv csta- 
blczca consultas con los representantes sindicales dentro 
de la Administración pública, que es lo que se está ha- 
ciendo ya en este momento. El Ministro de Administra- 
ciones Públicas dijo -y usted fue testigo igual que vo, 
puesto que intervino en el debate de totalidad- que va 
se estaba iniciando la negociación y haciendo consultas 
con los representantes sindicales para fijar criterios, que 
después hará suyos o no. en función del acuerdo a que se 
IIcguc, para presentar el proyecto de Ley de Presupustos 
Generales del Estado. Por tanto, creo que se respeta la 
sentencia del Tribunal Constitucional y que se abren mar- 
gcncs para posibilitar la participación de los rcprcscntan- 
tcs sindicales en las condiciones de empleo que tengan. 
De modo que está perfectamente clara la posición del 
Grupo Socialista y me remito a lo que va dijimos con más 
profundidad cuando se debatió la citada Ley. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la plabra el señor De la 
Val I i na. 

El señor DE LA VALLINA VELARDE: Voy a ser iiiuv 
breve porque cicrtamcnte no pretendo entrar en el londo 
de este importante debate que han sucitado las cnniicn- 
das dcí'cndidas por el señor Núñcz. Tengo que decir que 
comparto muchos de los argumentos que sc contienen en 
dichas enmiendas, en sus planteamientos generales. 

Pido la palabra en este momento en un intento de con- 
tribuir, si es posiblc, a mejorar el texto del provecto que 
estamos debatiendo, concretamente por lo que se rcí'icrc 
al artículo 1 ." v a la enmienda número 25 del Grupo de la 
Democracia Cristiana. Efectivainentc, quizá con ralón, en 
la cnmicnda 25 se quiere matizar que n o  solamenle son 
los artículos y disposiciones adicionales dc la Ley de nic- 
didas los que quedan riiodificados por este proyecto de 
ley, sino que hay otros preceptos. En este sentido, me pa- 
rece que para resolver cstos problemas v tener libertad 
para modificar, e n  la mcdida e n  que nos parezca, el con- 
tenido de la Ley de medidas, propondría, quizá como en- 
mienda transaccional, decir: "Los preceptos que a con t i -  
nuación se expresan de la Ley 3011984. de 2 de agosto, de 
medidas para la rcfornia de la lunción pública quedan re- 
dactados en la forma que a continuación se indica.» 

Al mismo tiempo pienso que podría ser kstc el lugar de 
plantear la conveniencia -y es una enmienda « i n  vote» 

que en este momento I rmulu-  de coní'erir al Gobierno 
una autorización para hacer una refundición de este tex- 
to que vamos a aprobar y los preceptos que continúan v i -  
gentes de la Lcv de medidas 3011984, de 2 de agosto. Efcc- 
tivamente, no sólo van a quedar modificados dctcrrnina- 
dos artículos de la Ley de medidas como consecuencia de 
lo que se apruebe en este proyecto de ley, sino que hay 
tambicn otros contenidos de esa Ley que han quedado dc- 
rogados como consecuencia de la fuerza jurídica de la scn- 
tcncia del Tribunal Constitucional. En este sentido, me 
parece que un principio de claridad, y sobre todo un prin- 

cipio de seguridad jurídica, conduce a que las Cámaras le- 
gislativas confiriesen al Gobierno una autorización para 
hacer esa refundición que permitiera garantizar la clari- 
dad en un texto importante. 

El señor PRESIDENTE: Señor De la Vallina, respego 
a la última enmienda «in vote» esta Presidencia conside- 
ra que quizás habría que dejarla para una disposición f i -  
nal, más que tratarla en este momento. No sé si a S .  S.  le 
parecerá oportuno. En todo caso, como ha ofrecido una 
enmienda transaccional a la enmienda 25 del señor Nú- 
ñcz, doy la palabra al mismo señor Núñez para que ma- 
niíicstc su opinión. 

El señor NUNEZ PEREZ: Señor Presidente, señorías, 
me parecen muv atinadas y puestas en razón las palabras 
del señor De la Vallina y el texto de la enmienda transac- 
cional que ofrece. Por supuesto, si es admitida a trámite 
de votación, seria votada favorablemente. 

El señor PRESIDENTE: Supongo que no hay inconve- 
niente por parte de ningún Grupo a que se someta a vo- 
tación la enmienda transaccional. Lo que sí pediría al se- 
ñor De la Vallina es que nos la pasara por escrito a la 
Mesa. (El senor De la Vallina Velarde entrega el texto de 
su enmienda transaccional a la Mesa. El senor Caldera 
Sánchez-Capitán pide la palabra.) 

Señor Caldera, ¿pide usted la palabra? 

El señor CALDERA SANCHEZ-CAPITAN: Sí, simple- 
mente para preguntar al senor Presidente, dado que el se- 
ñor De la Vallina ha presentado una enmienda xin VOCC», 

cuál sería el momento proccdimcntal oportuno para fijar 
la posicibn dcl Grupo Socialista con respecto a ella, si 
ahora o cuando S.  S.  propone que se debata y que sea una 
enmienda como disposición final. 

El señor PRESIDENTE: A mí me parece que la vota- 
ción corresponde en la disposición final. En cuanto a la 
fijación de la posición del Grupo Socialista, me es igual 
que se haga en cstos momentos o en la disposición final. 
En todo caso, la pondríamos a votación en esa disposi- 
ción final. 

¿Lo dejamos para la disposición final, señor Caldera? 
(Asentimiento.) 

Vuelvo a leer la enmienda transaccional para conoci- 
miento de los otros Grupos, porque con este texto a lo me- 
jor no hacía falta esperar a una votación posterior para 
ver que pasa con las disposiciones transitorias a las quc 
ha hecho referencia el señor Núñez. Quedaría redactada 
de Iü siguiente forma: ((Los preceptos que a continuación 
se cxprcsan de la Lcv 3011984, de 2 de agosto, de medidas 
para la reforma de la función pública, quedan redactados 
de la forma siguienten: ¿Es así, señor De la Vallina? 
(Asentimiento.) 

Pasaríamos a votar csta enmienda transaccional en pri- 
mer lugar. ¿Están los Grupos ya en disposicih de pasar 
a la votación? 
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El señor CALDERA SANCHEZ-CAPITAN: ¿Puede re- 
petir S.  S. el texto de la enmienda? 

El señor PRESIDENTE: Sí, señor Caldera, por eso lo 
he preguntado. Dice: «Los preceptos que a continuación 
se expresan de la Ley 3011984, de 2 de agosto, Je medidas 
para la reforma de la función pública, quedan redactados 
en la forma siguiente)). Lo que se sustituye -deduzco yo 
del texto- son artículos y disposiciones adicionales, que 
se sustituyen por preceptos. 

El señor CALDERA SANCHEZ-CAPITAN: Que se vote. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Señor Presidente, ¿la vamos 
a votar ahora? 

El señor PRESIDENTE: Sí, señor Núñez. Antes no íba- 
mos a votarla porque estaba pendiente de lo que pasara 
con las disposiciones transitorias, como bien ha dicho 
S.  S.; pero, tal como está en estos momentos, la enmien- 
da transaccional se puede pasar perfectamente a votación 
ya. (El señor Núñez Pérez pide la palabra.) Sí, señor 
Núñez. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Señor Presidente, es que en 
el texto de mi enmienda hay otra frase que es muv im- 
portante, que hace referencia incluso al debate que tuvi- 
mos en Ponencia sobre el texto actualizado, y es: ((y,  en 
su caso, suprimido». Es decir, hay algunos preceptos de 
la Ley 30í1984, como el artículo 29, que están afectados 
por la sentencia del Tribunal Constitucional y que no se 
mencionan en este debate ni en este proyecto, y a lo me- 
jor convendría en este primer artículo hacer referencia a 
((y, en su caso, suprimido)), para facilitar las cosas. 

El señor PRESIDENTE: Señor Núñez, me complica la 
tarea. En cualquier caso, el problema de esta Presidencia 
es que lo que somete a votación es una enmienda, la tran- 
saccional, con el texto que sea, pero, por supuesto, en el 
caso de que usted retire su enmienda. Si no, es difícil esa 
votación. Por tanto, iqueda la enmienda transaccional tal 
como ha dicho el señor De la Vallina o no? 

El señor NUÑEZ PEREZ: Creo que el texto de la en- 
mienda transaccional es mejor y,  por tanto, la votaré con 
más comodidad. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Nuiiez. 
Pasamos, pues, a votación. En primer lugar, vdmos a 

votar la enmienda transaccional que el señor De la Valli- 
na ha propuesto en relación con la enmienda número 25, 
de la Democracia Cristiana, que es retirada. 

Efectuada la votación, dlo el siguiente resultado: Votos 
a favor, ocho; en contra, 19. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Pasamos a votación a continuación las enmiendas nú- 

meros 26, 27, 28 y 29, de la Democracia Cristiana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, ocho; en contra, 18; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
A continuación, pasamos a debatir las enmiendas 

correspondientes al artículo 15 de la Ley de medidas. En 
primer lugar, las enmiendas que quedan del Grupo Vas- 
co, como ya han sido defendidas en su momento, las pa- 
saremos a votación. Ahora, el señor Espasa, portavoz de 
Izquierda Unida-Esquerra Catalana, puede proceder a de- 
fender las enmiendas 165, 167, 168, 169 y 170; la 166 fue 
aceptada en Ponencia. iEs así, señor Espasa? 

El señor ESPASA OLIVER: Señor Presidente, si puede 
dar el turno a algún otro Grupo, intervendré después. 

El señor PRESIDENTE: Por esta Presidencia no hay 

Tiene la palabra el Grupo del CDS para la defensa de 
ningún tipo de inconveniente. 

sus enmiendas números 72, 73 y 74. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: Señor 
Presidente, el grupo de enmiendas que el CDS ha presen- 
tado para dar una nueva redacción al artículo 15 de la 
Ley 3011984 gira fundamentalmente en torno al concepto 
y la amplitud que se deba dar a las relaciones de puestos 
de trabajo, toda vez que en el propio proyecto se configu- 
ran como un instrumento básico para llevar a cabo la or- 
denación del personal. De aquí que mi Grupo entienda 
conveniente reforzar el contenido de las relaciones de 
puestos de trabajo para que en su objetivación y en su ele- 
vación de rango para la aprobación, como es el contenido 
de otras enmiendas, vengan incorporados a la relación de 
pueaios de trabajo elementos que luego puedan servir de 
datos objetivos para las ulteriores actuaciones del Gobier- 
no. Así, concretamente, en la enmienda número 72 pedi- 
mos que figuren en las relaciones de puestos de trabajo 
los méritos a tener en cuenta para el acceso a los mismos. 
Ya sabemos que en los concursos para la provisión de 
puestos de trabajo suelen manejarse determinados tipos 
de méritos, que están en los actuales reglamentos como 
preferentes y no preferentes. De alguna forma, queremos 
que algún tipo de méritos estén ya predeterminados para 
que esos datos objetivos vinculen posteriormente al Go- 
bierno en la ejecución de los respectivos concursos. 
La enmienda número 73 hace referencia al artículo 15.1 e) 

y el objeto de la misma es que sea al Gobierno y no a los 
Ministerios de Administraciones Públicas y Economía y 
Hacienda a los que corresponda la aprobación de puestos 
de trabajo. 

La congruencia que es exigible para que la cúpula de 
a organización político-administrativa -1 Gobiernc- 
iea el que apruebe las relaciones viene determinada no 
iólo por dotar a éstas de mayor solemnidad y eficacia, de 
nayor capacidad de vinculación, sino porque, además, en 
:1 propio proyecto se atribuye al Gobierno, por ejemplo, 
a determinación de cursos o requisitos para la adquisi- 
:ión del grado personal, como se establece en el artícu- 
o 2 1 ,  o en el propio texto objeto de la presente enmien- 



- 

COMISIONES 
9585 - 

10 DE MAYO DE 1988.-NúM. 278 

da, para la asignación inicial de complementos de desti- 
no y complementos específicos. 

Si en el proyecto se configura al Gobierno como órga- 
no adecuado para la aprobación, no tiene sentido que la 
relación de puestos de trabajo, sin más, quede en manos 
de distintos Departamentos, que, por otro lado, al tener 
atribuidas competencias en materia de personal en ám- 
bitos diversos, generan situaciones de conflicto que se ve- 
rían, por elevación, solucionados. 

Este es el contenido concreto de las tres enmiendas 
planteadas al artículo 15. 

El señor PRESIDENTE: El señor Espasa tiene la pa- 
labra. 

El seiior ESPASA OLIVER: Nuestras enmiendas, al 
igual que las que acaban de ser defendidas, traen causa 
de nuestra posición en el debate de totalidad. Ya dijimos 
en aquel momento que la confección de las relaciones de 
puestos de trabajo, quién las confecciona y cómo se con- 
feccionan por Orden Ministerial, nos parecía una invasión 
de la reserva de ley, un apoderamiento gubernativo y re- 
glamentario de lo que debería ser materia de ley -y en 
eso coincidimos con otros grupos-, materia de un aut6n- 
tico estatuto de función pública, y es de acuerdo con este 
criterio político de base por lo que presentamos las dis- 
tintas enmiendas. 

En la enmienda 165 se van añadiendo precisiones que 
tienden a acotar la discrecionalidad gubernamental en la 
relación de puestos de trabajo y,  a través de esta relación, 
la provisión por los distintos funcionarios que puedan ac- 
ceder a estos mismos puestos de trabajo. Este es el senti- 
do concreto de la enmienda 165. 

La enmienda 166 ya fue aceptada y no la voy a men- 
cionar. 

La enmienda 167 va en esta misma dirección, al añadir 
en el epígrafe c), después del inciso uperiódico y discon- 
tinuo., el siguiente párrafo: u ... aquellos de carácter per- 
manente que en función de especiales circunstancias de- 
terminen las leyes que regulan el sistema educativo y el 
desarrollo de la función pública docente)). En definitiva, 
se trata de añadir una salvedad para el caso específico de 
la funcibn pública referida al ámbito de la docencia. No 
tiene mayor trascendencia política que la de señalar esta 
peculiaridad. 

En cuanto a las enmiendas 168 y 169, están en el nú- 
cleo de nuestra desavenencia política con la ley y con el 
Grupo Parlamentario Socialista. Sería reiterarse y repe- 
tir argumentos y creo que en este trámite no es bueno, 
pero quiero insistir en que nosostros creemos que la apo- 
deración que hace el Ministerio de Administraciones Pú- 
blicas, junto con el de Economía y Hacienda, al estable- 
cer las formas en que serán redactadas las relaciones de 
puestos de trabajo, el que se puedan crear, refundir o su- 
primir puestos de trabajo, por esta misma potestad regla- 
mentaria, a través de orden ministerial, hace que, en de- 
finitiva, el núcleo fundamental de lo que es la función pú- 
blica y su posible estatuto queden absolutamente desle- 
galizados y a merced de un criterio - q u e  puede ser bue- 

no o malo, no lo estamos juzgando, estamos simplemente 
haciendo un criterio de valor normativo-; al criterio, re- 
pito, puramente reglamentario y, por tanto, ministerial, 
del equipo de Gobierno que en cada momento esté, en el 
uso de sus facultades democráticas, ostentando el poder 
político. Creemos que esto no es bueno para la Adminis- 
tración pública y de ahí nuestra insistencia en estas en- 
miendas 168 y 169. 

Por la enmienda 169, y a título de ejemplo de la medi- 
da en que nosotros valoramos el estatuto de la función pú- 
blica, mantenemos que en todo caso, y siempre sobre los 
criterios precisos que debería definir un auténtico estatu- 
to de la función pública, sería el Ministerio de las Admi- 
nistraciones Públicas el que debiera elevar las relaciones 
de puestos de trabajo, pero relaciones de puestos de tra- 
bajo insisto que deberían ser el calco de lo que una ley 
precisa, positiva y determinada de la función pública 
marcase como pauta al Poder ejecutivo para elaborar es- 
tas repetidas relaciones de puestos de trabajo. 

Este es el sentido de nuestras enmiendas. 
La enmienda 170 no la defiendo porque la transaccio- 

nal que se produjo en Ponencia, aunque no plenamente, 
recoge nuestra preocupación y probablemente votemos 
favorablemente esta transacción respecto a la enmien- 
da 170. 

El señor PRESIDENTE: Señor Espasa, jretira la en- 
mienda número 170? 

El señor ESPASA OLIVER: No, señor Presidente, que- 
remos que se vote. 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo, señor Espasa. 
Por la Agrupación de la Democracia Cristiana, tiene la 

palabra el señor Núñez para defender las enmiendas 30 y 
31. 

El señor NUNEZ PEREZ: Señor Presidente, con muchí- 
sima brevedad, porque nuestras enmiendas están en el de- 
nominador común de la preocupación que late en las pre- 
sentadas por los dos Grupos que me han precedido en el 
uso de la palabra. 

im definitiva, creemos que en la confección de las rela- 
ciones de los puestos de trabajo, tanto en lo que se refiere 
a los elementos subjetivos, es decir, a quién las hace, como 
a los objetivos, hay esa invasión de la que hablaba el se- 
ñor Espasa. Nuestra primera enmienda hace referencia al 
punto 1, letra c), del artículo 15, proponiendo la supre- 
sión del mismo, porque dice que los puestos de naturale- 
za no permanente y aquellos cuyas actividades se dirijan 
a satisfacer necesidades de carácter periódico y disconti- 
nuo son una de las excepciones, y nosotros creemos que 
la permanencia en el tiempo no es rrz6n para anular la 
naturaleza de ejercicio de una función pública propia de 
un funcionario. Se podrían poner múltiples ejemplos. Es 
evidente que existen puestos de naturaleza no perrnanen- 
te cuya naturaleza es estrictamente función pública. Y lo 
mismo cabe decir respecto a la cobertura de necesidades 
de carácter periódico y discontinuo. Es precisamente para 
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supuestos como los aquí contemplados para los que cxis- 
ten las comisiones de servicio en sus distintas modalida- 
des, que por cierto, están reguladas y todo el niundo c.0- 

noce el funcionamiento de las mismas. 
Por tanto, mantenemos la enmienda que pide la suprc- 

sión de  ese apartado, así como mantenemos tambien la 
31, que dentro del artículo 15.1, de nueva redacción, pro- 
pone la supresión de la sección cuarta de la letra c). Dice: 
«Los puestos correspondientes.,. necesarios para SLI dc- 
sempeño)). Yo creo que la Administración tiene que estar 
a la altura de los avanccs tecnológicos y si no  existen cucr- 
pos o escalas con conocimientos específicos, debe crear- 
los. Cabe, además, la realizacidn de cursos de formación 
y reciclajc para los actuales funcionarios. Lo que debe pri- 
mar en cualquier caco es el carácter de la función por en- 
cima de las circunstancias. Si es de naturalcza pública, 
conviene que esté atendida por un servidor público, y es 

aquí dondc la tarea de adecuación de la función pública 
a las innovaciones tecnológicas debe surtir efecto. 

Por eso crccmos que esas dos excepciones, por las i'a- 
zones apuntadas, deben ser suprimidas. 

El señor PRESIDENTE: Se dan por defendidas las en- 
miendas de la Agrupación del Partido Liberal núnic- 
ros 58, 59 y 60, como ha  sido solicitado a la Presidencia 
por el señor Bravo de Laguna. Posteriormente las some- 
teremos a votación. 

Para defcndcr las enmiendas de Minoria Caíalona nú-  
meros 95, 96, 97 y 98, tiene la palabra la señora Cuenca. 

La señora CUENCA I VALERO: Señor Presidente, si no 
hay inconveniente por el Grupo Parlamentario dc Coali- 
ción Popular que viene detrás de Minoría Catalana. roga- 
ría posponer mi intervención. 

El senor PRESIDENTE: Por esta Presidencia no h a y  
inconveniente. 

Por el Grupo de Coalición Popular tiene la palabra cl 
scñor Rabancra para dclcnder las enmienda5 119, 120, 
121, 122, 123 y 124. 

El señor RABANERA RIVACOBA: La I 19 no. 118. 

El señor PRESIDENTE: Parece ser, señor Rabancra. 
que la 118 fue admitida en Ponencia, con lo cual es de la 
119 a la 124, tal como se ha indicado. 

El señor RABANERA RIVACOBA: Sí, señor Prcsidcti- 
te, la 118 fue admitida por la Ponencia. 

En el mismo sentido que los oradores que rnc han prc- 
cedido, tenemos que decir que nuestras enmiendas prc- 
tenden disminuir la capacidad que pueda tener el Gobier- 
no en un momento determinado referente a la actuación 
sobre los funcionarios. En este apartado nosotros prcsen- 
tamos la enmienda número 119, de adición, que  sc refie- 
re al artículo 15.1, c), y añadimos: .cuando n o  existan fun-  
cionarios con la preparación específica necesaria para su 
desempeño)). En el mismo sentido que el scnor Núñcz, clc 
la Democracia Cristiana, estimamos que In temporalidad 

de un puesto de t i  iihajo no  significa que un luncionario 
no pueda ocuparlo en su momento si reúne las condicio- 
ncs para hacerlo. 

La enmienda 120 se refiere al artículo 15.1, c ) ,  cuarto 
párrafo, por la que añadimos: «en otros análogos no cn- 
corncndamos al cuerpo subalterno.. Crccnios que el cucr- 
po subalterno, por su carácter funcionarial, tiene unas 
exigencias mucho mayores que lo que puede scr un pcr- 
sonal laboral. Nuestra enmienda v a  a este sentido. 

Luego está la cnriiicnda al 5." párrafo del artículo 
15.1, c) por la cual se propone la redacción clc «artes grá- 
ficas, con excepción clcl "Boletín Oficial del Estado" y la 
Casa de la Moneda)). 

Esto va en la línea de lo que h a  dicho el Tribunal Cons- 
titucional sobre la iicccsidad que h a y  de que sean los fun- 
cionarios los que realicen este trabajo. debido al servicio 
público v propio del Estado, como es el caso del ((Boletín 
Oficiiiln 

La enmienda 122 se refiere al artículo 15.1, c), sexto 
párrafo, y se propone la siguiente rccluccitin: ((Cuando no 
cxistaii ... cuerpos, escalas o funcionarios con la prcpara- 
ción especifica necesaria para su dcscriipcñov. 

Parece conveniente que, aunque no  existan cuci-pos y 
escalas, los funcionarios que  reúnan las condiciones puc- 
dan realizar dichos irab:i,ios y q u e  postcrioimciitc sea el  
Gobierno el que cree los cucrpos y escalas que considcrc 
necesarios por no haber existido antes dichos cucrpos. 

la Casa dc 121 Morida .  

El señor PRESIDENTE: Pni-a dcfbiidcr las criiiiicndas 
de Minoría Catalana, de la núiiicto Y 5  a la 98, tictic la pa- 
labra la scriora Cuenca. 

La señora CUENCA 1 VALERO: Voy a seguir otro or- 
den, señor PresiJcnte. En prirnei- lugar, voy a defender las 
enmiendas 96 y la 97. 

La enmienda Y6 ticiic por objeto, coiiio dice la ,justifi- 
cación de la misma, mejorar la sisteiiiática dcI proyecto, 
puesto que cntcndcriios que eti las relaciones de puestos 
de trabajo n o  debe incluirse la calificación de los puestos 
de trabajo de carácter- no pcririariciitc. 

La enmienda 97 se rel'iere a que la Lcv 30, v tanibikn 
el proyecto de ley, incluyen como cuerpo dc funcionarios, 
dentro dcl grupo E,  al personal qiic dcsai~rolla las luricio- 
ncs de vigilancia y portco. En cstc artículo, a pesar de la 
posibilidad y no la obligatoriedad de potlcrsc cubrir con 
personal laboral ctwnios que está niodil'icaiido, de algu- 
na manera. el texto de la Ley 30, puesto que si ;I partit. 
dc ahora los puestos vacantes pueden set. cubiertos por 
personal laboral, parece como si los luncionarios COI-res- 
pondicntcs al grupo E se declararan a cstingiiir. N o  st: si 
ésta es la intcncibii del proyecto, pciu dc-sdc luego es lo 
que se deduce. 

La enmienda Y 8  la defcndcmos en los tc;i.riiirios e11 que 
está redactada. En tcimirios generales, viene ;I rc'conoccr 
que pueden ser descrnpcñados los puestos de trabajo poi. 
personal laboral siempre que  no exis tan cuerpos o csca- 
las de funcionarios que  tengan asignadas las íunciotics 
que van a ser desempeñadas por este pcrsonal laboral. 
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La enmienda número 95 la defendemos también en los 
términos en que está justificada. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra cl señor Ló- 
pez Luna. 

El señor LOPEZ LUNA: Agradezco sinceramente el en- 
foque que se ha dado por los distintos grupos a sus en- 
miendas. Es un enfoque bastante técnico y constructivo 
al que yo voy a intentar corresponder con ese posiciona- 
miento en cuanto al método por parte de los diversos gru- 
pos de la oposición. 

Este artículo 15, que trae causa, como no me importa 
reconocer, de haberse declarado parte de este precepto in- 
constitucional por la sentencia del Tribunal Constitucio- 
nal de julio del año 1987, el Gobierno, y el Grupo Socia- 
lista que le apoya, pretenden, y creen que lo han conse- 
guido, recoger el criterio del Tribunal Constitucional cs- 
tableciendo la posibilidad, por ley, de que algunos pues- 
tos de trabajo en la Administración pública puedan ser 
desempeñados por personal laboral. 

En este artículo 15 podemos distinguir tres grandes 
apartados. Un primer apartado que hace referencia al 
concepto y contenido de la relación de puestos de traba- 
jo; otro segundo apartado, quc quizá sea el más prolijo y 
el más importante, que es el que hace referencia a los su- 
puestos en donde, por excepción, se podrán desempeñar 
puestos de trabajo por personal laboral, que en definitiva 
es la consecuencia de la sentencia del Tribunal Constitu- 
cional, y un tercer apartado que hace referencia a la com- 
petencia para la aprobación de la relación de puestos de 
trabajo, así como su repercusión en la creación y provi- 
sión de esos puestos de trabajo. 

Respecto del primer apartado, que yo he clasificado 
como tal y que hace referencia al concepto y contenido 
de la relación de puestos de trabajo, inicialmente se pre- 
sentaron varias enmiendas, de las cuales algunas ya se 
han admitido en Ponencia y otras hemos aceptado hace 
poco en una transaccional con el Grupo Vasco. En con- 
creto a este primer apartado, que es exactamente el ar- 
tículo 15, número 1 ,  a) y b), se mantienen vivas, si no me 
equivoco, la enmienda de Izquierda Unida, y la número 
72, del CDS. 

Con estas enmiendas, como han dicho sus representan- 
tes en este trámite, lo que se pretende es que en la rela- 
ción de puestos de trabajo figure algo más, a su juicio, de 
lo que figura en el proyecto de lcv. Izquierda Unida pre- 
tende que se incluyan también los grupos de titulación y 
el CDS, con su enmienda 72, que se incluyan también los 
méritos a tener en cuenta. Yo creo que ambas pretensio- 
nes figuran en la redacción del proyecto, en el aparta- 
do d), cuando dice que «las relaciones de puestos de tra- 
bajo indicarán las denominaciones y características esen- 
ciales de los mismos, así como los requisitos exigidos para 
su desempeño.. Por lo tanto, en este apartado genérico 
obviamente deben estar cuando se aprueben las relacio- 
nes de puestos de trabajo y ,  sobre todo, cuando se vaya a 
efectuar por el sistema normal la provisión de puestos de 
trabajo, que es el concurso, y se dice en el apartado 1 ,  a), 

del artículo 20, que «habrá que tener en cuenta los méri- 
tos»,. y se relatan en este artículo 20.1, a)  cuáles son los 
méritos que hay que tener en cuenta. Está perfectamente 
claro en el proyecto de ley y creo que no existe contradic- 
ción con las enmiendas que se han presentado, por lo que 
creemos que es más correcto mantener el texto del pro- 
yecto. 

Paso a contestar a lo que yo denomino segundo bloque. 
En el artículo 15, letra c), que tiene como consecuencia 

directa la sentencia del Tribunal Constitucional, ya se ha 
aceptado --como saben SS. SS.- una enmienda en Po- 
nencia de Izquierda Unida, que añadía «con carácter ge- 
neral. (que es la finalidad escncial de la sentencia del Tri- 
bunal Constitucional) los puestos de trabajo serán desem- 
peñados por funcionarios», y después se dice «con carác- 
ter excepcional)), o «se exceptúan de la regla anterior, po- 
drán ser desempeñados». 

Yo creo que aquí está el matiz, ésta es la excepción: ((y 
podrán ser desempeñados.; es decir, que no obligatoria- 
mente van a ser desempeñados. 

La redacción de ese apartado c) del artículo 15 creo que 
es claramente justificable; las excepciones que presentan 
son justificables y,  en definitiva, se pretende que tan sólo 
sea con la posibilidad, en su momento, de que pueda ser 
adscrito el personal laboral a estos puestos, que son pues- 
tos de naturaleza claramente instrumental que no deben 
comportar especial relevancia y responsabilidad en la ac- 
tuación ordinaria de la Administración, así como aque- 
llos que, por la especial naturaleza de su contenido o por 
su carácter no permanente, no puedan o no deban ser re- 
servados a funcionarios, y ,  debido a que todo el proyecto 
de ley tiene una coherencia interna, no puede olvidarse 
la medida complementaria de la normativa anteriormen- 
te expuesta que se establece en las disposiciones adicio- 
nales, con un sistema transitorio flexible que permite 
abordar la conversión del personal de forma no trau- 
mática. 

En consecuencia, se incorpora una nueva disposición 
transitoria decimoquinta, que facilita el acceso del perso- 
nal laboral afectado, por el cambio de adscripción de los 
puestos de trabajo a los cuerpos y escalas de funcionarios, 
al tenerse en cuenta en las pruebas selectivas correspon- 
dientes como mérito para valorar tanto los servicios pres- 
tados en la condición de personal laboral como las prue- 
bas superadas para el acceso a los mismos. 

Profundizando un poco -pido disculpas de antemano 
por extenderme- en los diversos supuestos o excepciones 
que presenta el proyecto del Gobierno, podríamos llegar 
a un acuerdo. Quizá es que no se ha explicado lo suficien- 
te y por ello me voy a atrever a explicar la justificación 
de estas excepciones brevemente. 

En relación con el personal cuya contratación laboral 
se encontraría justificada por la naturaleza no permanen- 
te o el carácter periódico discontinuo de la actividad a de- 
sarrollar, debe significarse (creo que esto es importante) 
la escasa incidencia de esta norma en la situación actual, 
ya que en la Administración central del Estado y de sus 
organismos autónomos tan sólo el dos por ciento de los 
trabajadores carece de permanencia en su relación de em- 
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pleo. Por otra parte, hay que señalar que, una vez entra- 
da en vigor la vigente y famosa Ley 30, de medidas, no 
es posible atender las necesidades temporales de carácter 
periódico con el personal contratado de colaboración tem- 
poral, sometido al Derecho administrativo, y que el per- 
sonal interino no puede atender dichas necesidades pues- 
to que su nombramiento obedece exclusivamente a las ne- 
cesidades de cubrir vacantes propias de funcionarios, en 
tanto son provistas con éstos, lo que se manifiesta asimis- 
mo a través de los conceptos retributivos por los que per- 
ciben sus remuneraciones. En consecuencia, creo que úni- 
camente pueden satisfacerse por parte de la Administra- 
ción las necesidades temporales o de carácter periódico o 
discontinuo con el personal laboral. 

La segunda excepcibn recoge las actividades propias de 
oficio, es decir, aquellas para la práctica normal de la Ad- 
ministración, reflejada por otra parte en la inmensa ma- 
yoría de los convenios colectivos dc dicho ámbito, se se- 
lecciona al personal prevaleciendo en todo caso las prue- 
bas encaminadas a justificar el dominio de técnicas de na- 
turaleza perdominantemente manual. Gran parte de este 
personal está constituido por carpinteros, fontaneros, 
electricistas, calefactores, cuyas actividades no han sido 
atribuidas en ningún momento a funcionarios públicos. 

En lo que hace referencia a las actividades de vigilap- 
cia, custodia, porteo y otras análogas, definidas en la Ley 
de 7 de febrero de 1964, el texto articulado de funciona- 
rios de la Administración Civil del Estado en el Estatuto 
de los funcionarios, son definidas como propias del Cuer- 
po subalternos. Creo que aquí hay que decir muy clara- 
mente que se ha venido siguiendo desde dicha época un 
progresivo proceso de laboralización. Eso no quiere decir 
que vaya a desaparecer o que existe obligación, como se 
ha intentado o se ha creído justificar por parte de Mino- 
ría Catalana y por otros grupos, de que vaya a desapare- 
cer este grupo E sino que hay que decir claramente que 
esas funciones pueden ser perfectamente compatibiliza- 
das sin desaparecer este grupo de funcionarios, como ex- 
cepción, por personal laboral. 

Finalmente, a este respecto cabría significar que en la 
oferta de empleo público, posterior a la entrada en vigor 
de la Ley de medidas, no se ha incluido vacante alguna 
para el Cuerpo del grupo E; incluso en esta oferta última 
tampoco se ha incluido. 

Con respecto a la tercera excepción, que son los pues- 
tos de carácter instrumental de las áreas incluidas en la 
Ley, se ha intentado a través de este proyecto de ley li- 
mitar las actividades de naturaleza adjetiva, desarrolla- 
das en áreas cuyo sustancial contenido consiste en el apo- 
yo encaminado a facilitar el cumplimiento de los fines 
propios de la Administración. Ello se manifiesta con cla- 
ridad en cuanto hace referencia a las áreas de manteni- 
miento y conservación de edificios, equipos e instalacio- 
nes, artes gráficas, encuestas y comunicación social, cu- 
yos cometidos se dirigen sustancialmente, bien a mante- 
ner la infraestructura material necesaria para el funcio- 
namiento de los servicios, bien a facilitar datos objetivos 
encaminados a posibilitar los estudios necesarios para la 
toma de decisiones, o bien a la utilización de los más efi- 

caces medios de difusión para el acercamiento de la Ad- 
ministración a 10s ciudadanos. 

Podríamos desarrollar todas estas justificaciones, pero 
creo que están en el ánimo de todos y en aras de la bre- 
vedad, voy a intentar resumirlas, aunque todos estos ar- 
gumentos que estoy exponiendo aquí ya vienen - c o m o  
SS. SS. saben- perfectamente en la exposición de moti- 
vos y están perfectamente desarrollados; otra cosa es que 
se pueda discrepar, como se ha hecho, por parte del gru- 
po de la oposición de estas excepciones con carácter po- 
testativo, no obligatorio, para que ciertos puestos puedan 
ser desempeñados por personal laboral, tal como exige la 
propia sentencia del Tribunal Constitucional. 

Finalmente está el último apartado, al que algunos gru- 
pos no han hecho referencia, quizá porque se les haya ol- 
vidado, menos a Izquierda Unida, que coincide con los 
apartados d), e) y f) del proyecto, que hace mención a la 
aprobación de las relaciones de puestos de trabajo, así 
como su repercusión en la creación y provisión de los 
puestos. 

A estos apartados del artículo 15 se han presentado las 
enmiendas números 124, del Grupo Popular, la número 
73 del CDS - q u e  sí ha hecho mención a este apartad-, 
así como las enmienda 168 y 169, de izquierda Unida. 
Esencialmente, lo que pretenden estos dos grupos, puesto 
que la enmienda número 124, del Grupo Popular, es una 
enmienda meramente técnica y creemos que está mejor 
en el proyecto de ley, es que se respeten los derechos sub- 
jetivos, lo cual me parece muy loable, pero les digo para 
su tranquilidad que ya están respetados los derechos sub- 
jetivos en el propio proyecto de ley, no en este artículo 
15, sino en el artículo 21.2, «La garantía del nivel del 
puesto de trabajo, (no se lo leo porque está en el proyec- 
to de ley), y con respecto a la intervención de los repre- 
sentantes sindicales, para no hacer muy prolijo este tur- 
no me remito a lo que ya dije al inicio de mi intervención 
al contestar a unas enmiendas presentadas por Democra- 
cia Cristiana y esencialmente a los argumentos que se die- 
ron cuando se discutió en esta Cámara también la Ley.de 
órganos de representacih de los funcionarios públicos. 

Con respecto a que la competencia de la aprobación, 
que solicita el CDS en su enmienda número 73, preten- 
diendo que en lugar de los Ministerios de Administracio- 
nes Públicas y de Economía y Hacienda, sea el propio Go- 
bierno, creo sinceramente que no hay ninguna contradi- 
ción con lo que ellos pretenden. En definitiva, el Ministro 
de Administraciones Públicas y el de Economía y Hacien- 
da evidentemente, y desde el punto de vista constitucio- 
nal, no son el Gobierno -no hace falta insistir en ello-, 
pero sí forman parte del Gobierno. Se podría entender, en 
términos vulgares, como una delegación del Gobierno ha- 
cia esos Ministerios. Creo que está perfectamente justifi- 
cado, puesto que si se pretende que la relación de puestos 
de trabajo, como se dice en el propio artículo 15, sea la 
ordenación del personal de acuerdo con las necesidades 
de los servicios, precisándose los requisistos para el de- 
sempeño de cada puesto, que en definitiva es un instru- 
mento técnico, creo que está plenamente justificado que, 
como va en el proyecto del Gobierno y como apoya el Gru- 
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PO Socialista, para que esta relación de puestos de traba- 
jo pueda tener una mayor agilidad y se pueda siempre 
acomodar a la realidad y no ser una relación de puestos 
de trabajo meramente teórica, creo que está plenamente 
justificado, repito, que la competencia de su aprobación 
y modificación, en su caso, sea precisamente por estos Mi- 
nisterios que son los que tienen directísimamente compe- 
tencias en el tema de la función pública. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a iniciar el turno de ré- 
plica siguiendo el mismo orden de la intervención an- 
terior. 

Por izquierda Unida tiene la palabra el señor Espasa. 

El señor ESPASA OLIVER: Voy a intervenir muy bre- 
vemente, señor Presidente, pues de lo contrario repetiría- 
mos una y otra vez argumentos políticos utilizados ya en 
el debate de totalidad. 

Señor López Luna, el núcleo fundamental de la cues- 
tión y de la preocupación política que divide al Partido 
Socialista de los restantes grupos de la oposición son las 
letras d) y e) del artículo 15, como usted decía al final de 
su prolija pero detallada y muy especifica intervención. 
En el fondo aquí late la cuestión política de base. Se tra- 
ta de la creación, modificación, refundición y supresión 
de puestos de trabajo; es el a r h a  reglamentaria del Go- 
bierno que permite extender o comprimir, como un acor- 
deón, el ámbito de la función pública y el ámbito de la 
contratación laboral. Y lo permite -insisto una vez 
más- por la vía de invasión de reserva de ley, según la 
Constitución y según sentencia del Tribunal Constitucio- 
nal, que ustedes, en nuestra opinión, no digo que no aca- 
ten, sí acatan, pero no escuchan a la hora de redactar un 
nuevo proyecto de ley. 

Ahí está el fondo de la cuestión. Para más precisión po- 
lítica de las distintas posiciones se le puede añadir aque- 
llo en lo que nosotros y el CDS coincidimos, aunque no 
hay coincidencia formal, pero sí en el fondo. Nosotros de- 
cimos: preeminencia y única responsabilidad del Minis- 
terio de Administraciones Públicas en la elaboración de 
estos puestos de trabajo, con la salvedad, evidentemente, 
de que esta elaboración deberfa ser absolutamente tasa- 
da en base a los criterios que deberían estar contenidos 
en una ley que nosotros, para entendernos, llamamos au- 
téntico Estatuto de la Función Pública. 

En el tema de la participación sindical usted dice que 
ya lo discutimos en otra ocasión. Efectivamene, lo discu- 
timos en otra ocasión, pero en otra ocasión también tuvi- 
mos posiciones absolutamente distintas y dispares en la 
medida en que algunos grupos, entre los que me cuento, 
pedíamos un mayor protagonismo y un mayor peso de las 
apciones sindicales a la hora de fijar no sólo (quizá era el 
punto más importante) el nivel o el montante global de 
las retribuciones que después serfan fijadas, obviamente, 
en uso de la soberanía de las Cámaras, por este Parlamen- 
to, sino también muchos otros extremos de las condicio- 
nes de trabajo, entre los que figuraría la participación en 
las tomas de decisiones de las relaciones de puesto de tra- 

bajo o, como veremos en otras enmiendas, la valoración 
de méritos, etcétera. 

Se trata de posiciones diferentes, en algunos casos con- 
trapuestas, pero quería subrayar el fondo político de la 
cuestión, pues aunque usted ha sido muy detallado y ama- 
ble en la contestación a todas nuestras enmiendas, no ha 
aportado argumentos políticos distintos ni contradicto- 
rios; simplemente ha dicho que esto es así porque así está 
escrito. Es una buena técnica para defender enmiendas o 
para defender proyectos de ley, pero no nos enriquece ni 
política ni culturalrnente, señor López Luna. 

El señor PRESIDENTE: Por el CDS, tiene la palabra el 
señor Zárate. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: Voy a 
contestar muy brevemente al señor Lbpez Luna. 

En torno a la explicación que ha dado en relación con 
nuestra enmienda al artículo 15, cuando hablábamos de 
que en las relaciones de puestos de trabajo deberían figu- 
rar todos los méritos que pudieran tenerse en cuenta en 
el concurso y en la convocatoria, el señor López Luna pre- 
tende tranquilizarme en el sentido de que al analizar el 
contenido de la letra b) del artículo 15, la exigencia de 
que figuren en las relaciones de puestos de trabajo la de- 
nominación de los mismos y los requisitos necesarios (so- 
bre todo él ha indicado los requisitos exigidos para su de- 
sempeño) sería cautela suficiente para no introducir más 
elementos en las relaciones. Sin embargo, lo cierto es que 
hay una gran diferencia entre los términos que dan con- 
tenido a las relaciones de puestos de trabajo v los que f i -  
guran luego en las reglas del concurso. De aquí la preo- 
cupación de mi Grupo por tener siempre una relación o 
conexión entre el concurso y la configur?ción del puesto 
en la relación, de tal manera que uno y otro aparecieran 
conectados por una cierta coherencia dogmática en torno 
a la plaza que es objeto de provisión. 

Los peligros que yo apunté se mantienen, porque al de- 
tallar luego en la letra c) del artículo 20.1,  cuando se ha- 
bla de que en las convocatorias figurarán también los re- 
quisitos exigidos, al igual que las relaciones de puestos de 
trabajo, se da lugar a una situación que también plantea 
problemas de inseguridad jurídidca, cual es la deterrni- 
nación de la puntuación mínina en virtud de la cual si el 
aspirante no obtiene esa puntuación mínima quedaría 
fuera del concurso, es decir, quedaría desprovisto de su 
derecho a acceder a la plaza. La puntuación aparece co- 
nectada a los méritos, y los méritos deberían estar recon- 
dicionados por la propia relación de puestos de trabajo. 
Luego el detalle de lo que debe figurar, tal corno aparece 
en la letra b) del artículo 15.1, no lo consideramos sufi- 
ciente para que garantice la objetividad en el desarrollo 
posterior de la relación de puestos de trabajq vía concur- 
so y convocatoria. 

El señor PRESIDENTE: Por la Democracia Cristiana, 
tiene la palabra el señor Núnez. 

El seiior NUNEZ PEREZ: Señor Presidente, voy a in- 
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tervcnir muy brevemente porque en este punto, como era 
lógico, coincidimos al pie de la letra, pues se trata de preo- 
cupaciones que están en el núcleo de la cuestión, como de- 
cían los señores Espasa y Zárate, por lo que no voy a can- 
sar a SS. SS. repitiendo argumentos. Simplemente quie- 
ro decir que el ámbito elástico de competencias que se le 
conceden al Gobierno en la nueva redacción de este ar- 
tículo permite muchas cosas, cabe todo. Cabe volver otra 
vez a los abusos. Las excepciones hay que tasarlas y con- 
cretarlas y no redactarlas en terminos de generalidad, 
porque entonces con las excepciones podemos hacer tan- 
to como con la regla general. Eso es así, !’ esa es la prco- 
cupación de todas nuestras enmiendas. A estos efectos re- 
cuerdo los resquicios por donde se escapaba el compro- 
miso y la obligación del’Gobierno de determinar las rela- 
ciones de puestos de trabajo en un plazo determinado. 
Cada vez que venía el señor Ministro a la Comisión de Rk- 
gimen de Administraciones Públicas a responder a pre- 
guntas y preocupaciones de todos los scnorcs Diputados 
de esta Comisión sobre este punto, siempre encontraba en 
el texto de la ley algo para explicarnos por quC no había 
cumplido ese compromiso y esa obligación. Bien, pues 
como el gato escaldado del agua [ría huvc, nosotros hui- 
mos de las excepciones v queremos que se maticen, se con- 
creten y se tasen, y no se redacten en t6rminos de gene- 
ralidad como hace este proyecto de ley. 

Por todo lo anterior, mantenemos nuestras enmiendas, 
señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo de Minoría Ca- 
talana tiene la palabra la senora Cuenca. 

La señora CUENCA 1 VALERO: Señor Presidente, 
querría contestar al Grupo Socialista en el punto referen- 
te a la alusión a la enmienda 97 de Minoría Catalana. Re¡- 
tero que Minoría Catalana cree que el mantenimiento del 
provecto, tal v como está redactado, comporta modificar 
el artículo25 de la Ley 30/1984, que es la base del rkgi- 
men estatutario de los funcionarios públicos, puesto que 
se incluye en 61 el grupo del personal que venía desarro- 
llando las funciones de vigilancia y porteo. La enmienda 
de Minoría Catalana proponía suprimir de este apartado 
las funciones de vigilancia y porteo que vienen siendo fun- 
ciones típicas asignadas a los funcionarios del grupo E. 
Reitero que seguimos creyendo que de mantenerse esta 
redacción del proyecto, si el funcionario subalterno del 
grupo E era el  que hasta este momento realizaba las ta- 
reas mencionadas y en  el futuro puede ser un funcionario 
laboral -no digo que deba serlo pero puede serlo-, re- 
pito, mi comentario como representante del Grupo de Mi- 
noría Catalana era que quizá en cuerpos a extinguir -no 
a suprimir como ha dicho el portavox socialista- la mis- 
ma función será desempeñada por funcionarios y por per- 
sonal laboral; es decir, es una función a la que se podrá 
optar por dos regímenes de acceso: la función publica o 
el personal laboral. 

El señor PRESIDENTE: Por Coalición Popular tiene la 
palabra el señor Rabancra. 

El señor RABANERA RIVACOBA: Muy brevemente, 
señor Presidente, sólo quiero insistir y centrarme en la en- 
mienda 124, que cl señor López Luna me ha dicho que no 
es admitida por considerar mejor su redacción. Yo le voy 
a hacer una pregunta al señor López Luna: jsiguen vigen- 
tes los preceptos de la Ley de Procedimiento Administra- 
tivo referentes a la creación de órganos o se ven afecta- 
dos por esta ley? 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Ló- 
pez Luna. 

El señor LOPEZ LUNA: Empezando por el final, creo 
que sí siguen vigentes y que, por tanto, no hace falta in- 
troducir referencia alguna a la Lev de Procediniicnto Ad- 
ministrativo. Es obvio que la Ley está vigente y se tiene 
que tener en cuenta en cuanto le afecte. Yo no sC si le pue- 
de afectar o no, porque usted habla de la creación de ór- 
ganos y n o  se a qu6 viene a cuento lo de la creación de 
órganos en este precepto, puesto que no sc trata, a mi jui- 
cio, de crear ningún organo. En cualquier caso, la Ley de 
Procedimiento Administrativo igue vigente y en lo que sea 
obligatorio, lógicamente, cuando se haga la relación de 
puestos de trabajo se tendrá en cuenta dicha Ley. 

Coi1 respecto a lo que ha dicho la señora Cuenca, de Mi- 
noría Catalana, está claro que no se deroga precepto al- 
guno de la Ley 30 ni del mxto articulado de 1964. Lo que 
ocurrces que se establece la posibilidad -como muy bicn 
se ha cntcndido por parte dc S.  S.- de que funciones que 
anteriormente eran desarrolladas por estos funcionarios 
a partir de ahora, e n  casos excepcionales, puedan tam- 
bi6n ser desarrolladas por personal laboral; es obvio. Para 
su tranquilidad, este artículo 15 no es un precepto básico 
y ,  por tanto, sólo se aplica a la Administración del Esta- 
do. No tiene por qué preocuparse, si es que lo estaba, por 
este tema. 

Con respecto al seilor Nuñez, de la Democracia Cristia- 
na, al señor De Záratc, del CDS, y al señor Espasa, de Iz- 
quierda Unida, quiero señalar que vuelven a insistir en 
un planteamiento político en cl que no me importaría en- 
trar en profundidad, pero creo sinceramente que este no 
es el momento porque, en definitiva, sus enmiendas no di- 
cen anda de esto. En sus enmiendas lo que pretenden es 
que, aun cuando se dice que la relación de puestos de tra- 
bajo sea con la aprobación de los Ministerios de Adminis- 
traciones Públicas y Economía y Hacienda, repito, pre- 
tenden y es perfectamente legítimo que sea con la apro- 
bación del Gobierno. En definitiva, el mismo razonamien- 
to de crítica bajo el punto de vista constitucional, según 
el señor Espasa, se podría hacer-a lo que propone el pro- 
yecto del Gobierno que a lo que pretenden ustedes de que 
donde figuran los Ministerios de Administraciones Públi- 
cas y Economía y Hacienda figure el Gobierno. Es la mis- 
ma crítica bajo el punto de vista constitucional. Creo que 
no hay motivo para estar preocupado bajo ese punto de 
vista. Lo que sí podría ser, desde su punto de vista, para 
más seguridad o incluso más coherencia, que en vez de 
ser aprobado como dice el proyecto, por ambos Ministe- 
rios que lo fuese por el Gobierno. Eso sí que podríamos 
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discutirlo. Creo que ya he dicho anteriormente que son 
miembros del Gobierno y que son los Ministerios afecta- 
dos los que conocen mejor el tema de la Administración 
Pública. Ya se pone la salvaguardia de que se tienen qu; 
poner de acuerdo los dos y, por tanto, es una decisión 
prácticamente de Gobierno. Desde luego, es un requisito 
para ser más eficaz y para que esa relación que se haga 
coincida con la realidad, y no como tradicionalmente se 
han hecho, por éste o por otros Gobiernos anteriores, re- 
laciones de puestos de trabajo que en nada coincidían con 
la realidad. Y si la realidad es la que ha de imperar, si al 
principio se hace una relación de puestos de trabajo y lue- 
go hay que modificarla, creo que es mucho más rápido, 
eficaz y efectivo que sean ambos Ministerios v no el 
Gobierno. 

Respecto a la particfpación de los representantes sindi- 
cales no intento eludir el tema. Lo que Izquierda Unida 
quiere es que se tengan en cuenta las opiniones dc los re- 
presentantes sindicales cuando se haga la relación de 
puestos de trabajo. Para no insistir mucho, eso ya se dc- 
batió en la vigente Ley 911987, de Organos de Reprcsen- 
tación. Me remito a lo que allí se dijo -y no me importa 
reiterarlw, que está explícitamente dicho por el propio 
Ministro para las Administraciones Públicas cuando prc- 
sentó este proyecto de ley que se está negociando, y en la 
prensa se ha publicado que se van a cambiar impresiones 
o se va a negociar este tema con los representantes sindi- 
cales. No hace falta introducirlo en la presente ley, pues- 
to que ya figura en la vigente Ley de Organos de Repre- 
sentación, donde se señalan cuáles son las competencias 
y los ámbitos para negociar por parte de la Administra- 
ción del Estado y por parte de los representantes sindica- 
les. Creo que no hay ningún problema. ¿Que se podría po- 
ner aquí? Sí, se podría poner aquí como se podrían poner 
muchas cosas, con lo que llegaríamos al absurdo -y pcr- 
dónenme, señorías, que diga esto- con tanta desconfian- 
za como la que ustedes tienen con respecto al Gobierno, 
porque no hay que olvidar que el Gobierno es el Gobier- 
no, sea el socialista o sea el que sea, y quizá tengan tanta 
desconfianza en el Gobierno porque sea socialista y si 
existe desconfianza por parte de ustedes, ello permite que 
el Grupo Socialista esté en la posición contraria a la suya, 
que tcngamos plena confianza en que el Gobierno socia- 
lista va a actuar con total objetividad. En definitiva, se- 
ñorías, se IlCgaría al absurdo -y perdónenme esto del ab- 
surdo que es una opinión mía, no de ustedes- con sus pre- 
tensiones de que, por la desconfianza que tienen hacia el 
Grupo Socialista, habría que establecer todas las relacio- 
nes de puestos de trabajo en esta ley, para que el Gobier- 
no no interviniera en nada. Me parece que eso es un 
absurdo. 

-~ ~~~~~ ~ 

La señora CUENCA 1 VALERO: Señor Presidente, so- 
licito una intervención muy breve que quizá pudiera ser- 
vir -y con ese ánimo la prcsentw para aclarar un poco 
el debate entre el Grupo Socialista y el mío. 

El señor PRESIDENTE: Señora Cuenca, excepcional- 

I -  
10 DE MAYO DE 1988.-NÚM. 278 

mente le voy a conceder el uso de la palabra, pero por fa- 
vor intente ser breve. 

La señora CUENCA 1 VALERO: Seré muy breve, señor 
Presidente. Señor López Luna, Minoría Catalana presen- 
ta las enmiendas que estima convenientes a todos los pro- 
yectos de ley. Unas pueden tener carácter autonómico y 
otras no, pero las presenta con la misma legitimidad que 
el Grupo Socialista. Por tanto, le ruego que para agilizar 
un poco el debate no haga valoraciones sobre si me van 
bien o no porque el artículo es o no básico. Precisamente, 
la enmienda era a un artículo no básico y me sigo reite- 
rando en los argumentos que he dado. Me parece que no 
es lógico porque puede dar lugar a confusión, que para de- 
sempeñar un mismo puesto de trabajo se pueda acceder 
por dos métodos diferentes. 

El señor PRESIDENTE: Señor López Luna, tiene la pa- 
labra muy brevemente. 

El señor LOPEZ LUNA: Me parece importante que la 
relación entre los grupos pueda scr afectada por esta mala 
interpretación de la señora Cuenca. 

El señor PRESIDENTE: Esperemos que no. 

El señor LOPEZ LUNA: Lo decía por si acaso su Grupo 
Parlamentario está preocupado, y es lógico que pueda es- 
tarlo, porque este tema pudiese afectar a las comunida- 
des autónomas. Es lógico que su sensibilidad autonómica 
sea superior a la de otros grupos de esta Cámara. Lo que 
quería decirle es que Cste no es un artículo básico, que 
tan sólo afecta a la Administración del Estado y que, por 
supuesto, no hace falta insistir --están perfectamente le- 
gitimados y lo han demostrado- en presentar enmiendas 
que no afectan tan sólo a las comunidades autónomas sino 
a todo el Estado, como es lógico. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a pasar inmediatamen- 
te a la votación de las enmiendas, haciendo las siguientes 
aclaraciones. 

La enmienda transaccional que ha propuesto el Grupo 
Socialista en relación con los preceptos que tienen carác- 
ter de básicos la dejamos para cl final, puesto que poste- 
riormente hay algunas enmiendas que se refieren tambikn 
a esa cuestión. En consecuencia, pasaríamos a votar, en 
primer lugar, la enmienda transaccional presentada por 
r l  Grupo Socialista a la enmienda número 2, del PNV, que 
paso a leer por si alguna de SS. SS. quieren volver a re- 
cordarla. La enmienda transaccional que se presenta al 
párrafo primero del artículo 15.1, artículo primero del 
proyecto de ley, diría lo siguiente: «Las relaciones de 
puestos de trabajo de la Administración del Estado son el 
instrumento técnico a través del cual se realiza la orde- 
nación del personal, de acuerdo con las necesidades de los 
servicios, y se precisan los requisitos para el desempeño 
de cada puesto en los siguientes términos: a)  Las relacio- 
nes comprenderán ...» y sigue lo que dice el proyecto de 
ley. 
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Pasamos a votar este texto de la enmienda transaccio- 
nal a la enmienda número 2 ,  det PNV, presentada por el 
Grupo Socialista. 

Efectuadii ta votación , dio d siguiente resuhada: Vo- 
tas B favor, 18; abstenciones, mhch 

El señor PRESIDENTE: Queda aceptada. 
Votamos las enmiendas números 3 y 4, del PNV 

Efectuada k~ votadón, &o e[ *ente resultado: Vo- 
tas en corrtra, 13; abstticienes, 12. 

El señor PRESIDENTE. Quedan rechazadas. 
Pasamos a votar a continuación las enmiendas núme- 

ros 165 y 170, de la Agrupación de Izquierda Unida-Es- 
querra Catalana. 

Efectuada la votación, dlo el siguiente resuhado. Vo- 
tos a favor, seis; en contra, 13: abstenciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos a continuación las enmiendas números 72 

a 74, ambas inclusjve, del CDS. 

Efectuada Ia votación, &o el siguiente mulrctdo: V e  
toa a favor, siete: en contra, b 3  abstciseiomes, seis. 

El sefior PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Pasamos a votar las enmiendas ~úmeros 30 y 3 k, de la 

Democracia Cristiana. 

Efectuada la votación, &o el siguiente resuhado: V* 
to6 a favor, c i e  en cumtra, i,* sbstencionce, siete. 

EL se- PRESIDENTE: Ouedan rechazadas. 
Votamos a continuación las enmiendas números 58, 59 

y 60, de la Agrupación del Partido Liberal. 

Efectuada la votacibón, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos en contra, 1 3  abstenciones, 12. 

El senw PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Pasamos a votar !as enmiendas números 95, 96, 97 

y 98, de Minoría Catalana. 

Efeciuada la votación, dio el siguiente resuha,da: V e  
tos s.favor, siete; en contra, i3: abstenciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE Quedan recharadas. 
Votamos las enmiendas 119 a 124, ambas inclusive, pre- 

sentadas por e1 Grupo de Coalición Popular. 

Efeccruds la vaiación. dio el siguiente multado: Vo- 
tob a favor, cinco: en cootra, 13: abstenciones. siete. 

El señor PRESIDENTE. Quedan rechazadas. 
Pasamos a votar el texto del artículo i .", que correspon- 

de al articulo 15 de la Ley de Medidas. ¿Hay alguna pe- 

tición de votación separada? (Pausa.) Votamcx, por tan- 
to, el artículo 1:) párrafo primero y to relativo al. articu- 
lo 15 de ta Ley de Medidas, tal y coma está en ci intorme 
de la Ponencia. 

Efectuada la v d a c h ,  dio el siguiente resiiltado: Vo- 
tos e favor, 13; en eontm, 12. 

El señor PRESIDENTE. Queda aprobada. 
En relacih con los artículos 17 y 18 dc La Lcy de Me- 

didas hav presentadas dos enmiendas, ta número 32, de 
la Democracia Cristiana, y la 17t ,  de lrquierda Unida. 
Tiene la palabra el' seiíor Núnez para defender su en- 
mienda. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Voy a intervenir muy breve- 
mente, pero diciendo como pre&mbul.o Q U ~  es una en- 
mienda de supresi,óm, exactamente igual' que l'o eran Ba M 
y 1.a 3E. No eran matbxiones, señor Lúpez Luna. Nwo- 
troa aquí no. ROS andamos p r  las ramas; no matiaam.cx. 
Suprimirnos o aceptarnos lo que sea, porque creernos ~ M C  

es un terna en donde Las ideas tienen que estar muy da- 
ras de fwma que eviten cualquier tipu de ambigwrdad. 
Esta enmienda 32 trae causa d e  la gran necesidad serati- 
da por E& de una rekmnia gk&k de ha fuwibn pihkica, 
C O ~ O  de t&. A mi se mi pudrá decir que eb drrtxhu al 
traslado de los fiitmiunarios y la mviEidact, o como se 
quiera ikamar, está dentro de Lo que puede ser una parte 
del contenido del Estatuto. No b pida  y o  solo. Lo piden 
todas los grupos parlamentarias y 10 piden los sindicaioo 
continuamente. Nosotra creemas que esPo v a  a tardar. 
Es un a t - g ~ t ~ ~ ~ b ~  que v a  a ser como un a r i io rne lb  en t e  

das mis intervenciones a Lo largo dei debate de este p m  
yecto de ley, p r o  RO vay a poder evitar ir a este uritur- 
neiiom exda p u .  Nosotros  queremos: suprimir,, apmve- 
ehandoeske proyectu de key, el: articulo 17 que, repito, re- 
gula ta rnovibidad de Los Euncimarios & Las distintas Ad- 
rninistraciont.s Púbiicas. No  voy a ttwrles el texto porque 
ustedes Io tienen y Docxmacen muy bien. Se admiten unas 
posibili&&uj de muvifidad, que rrosotrm entendemm que 
de Iievarias a cabo se incrrmentaria el caoo a niveles in- 
conrrulabks, como ha venido ocurriendo. Antes de a b r -  
dar una posibilidad de esta naturaleza deberían concre- 
tarse las consecuencias de tal movilidad, de forma que no 
incidiera en ek cómputo global de eft'ctivas de cada Ad- 
ministración. Otra cosa sería abrir la posibilidad de ac- 
ceso privilegiado entre cuerpos y escalas de ias distintas 
Administraciones. Existe actuakmncnte un proceso de con- 
wtidación de Las funciones púbiicas autonúrnicas con sus 
propias Leyes y cokectivtw de funcionarios. N o  sopesar adc- 
cuadamente ¡a pusibibdad de intercambio entre takes co- 
lectivos y Los de las Administraciones locales entre si y 
con las autonómicas puede traer serios peligros -de he- 
cho ya 10s esth trayendo-, máxime cuando van a existir 
diferentes niveies de retribución y condiciones de t r ah jo  
entre las diferentes Administraciones, con lo cual pode- 
mos entablar entre ios funcionarios y entre [as distintas 
Administraciones una carrera para ver quien se lleva a 
tos mejores. 
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Repito que es un tema al que se debería dedicar un 
tiempo más amplio en un debate m&s sosegado, y que po- 
dia tener lugar si estuviésemos debatiendo el Estatuto. 
Como eso no es así. para evitar males mavores lo mejor 
es suprimir, aprovechando este proyecto de ley, este ar- 
tículo l? que creemos está produciendo nefastos resulta- 
dos dentro de las Administraciones con la movilidad de 
los funcionarios. 

El seiior PRESIDENTE: Para defender la enmienda 17 1 
tiene la palabra el sefior Espasa. 

El señor ESPASA OLIVER: Prácticamente se puede dar 
por defendida la enmienda en lus términos en que está es- 
crita. Con esta enmienda nosotros pretendemos subrayar 
en ia oferta de empleo-pbblico La responsabilidad del Go- 
bierno y seiialar que, de acuerdo con las previsiones del 
articuto 32 de la ley 9/1987, las organizaciones sindicales 
deberian haber sido oídas y eventualmente haber llegado 
a acuerdas para \a confección de esta oferta de empleo pú- 
blico con carácter general. Yo crtw que tos tgrminos de la 
enmienda se explican por sí mismos y no quiero alargar- 
me más ep su defensa. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra ct scnor Ló- 
pez Luna. 

El señar LOPEZ LUNA: Yo les pido de antemano dis- 
culpas por los argumentos que les pueda dar, que no son 
tales argumentas sino repetir Q U ~  es un terna que e1 Go- 
bierno y el Grupo Socialista no han considerado oportu- 
no modificar. puesto que se mantienen los mismos crite- 
rios que se expusieron cuando SE debatió y aprobó la vi- 
gente Ley 30'1984, de i de agosto. Por tanto. como muy 
bien ha dicho el Srhr Niined. í-ste es un debate QUC se ha 
de Itevar con sosiego en un futuro. pero que ya se llevó a 
cabo no con tanta intensidad como 61 dice. Desde luego, 
yo no puedo aceptar en plan dialéctico que se diga que 
este articulo ha tenido unas nefastos resultados. Al con- 
trario, yo creo que ha tenido unos buenos resultados. Me 
queda tan sólo decirle que, a mi juicio. es una contradic- 
ción con La argumentación, sehor Núneii. porque lo que 
ellos pretenden es la supresión y en su argumentación se 
pretende una modificación. La única just ificación para 
saivar esta aparente contradicción estará en un íutun, es- 
tatuto de la función pública, pero ahora tambith podían 
haber propuesto, con la misma legitimidad con que han 
pedido ta supresión, su otra alternativa. Creemos sincc- 
rarnente que la supresián sería más -per.judicial de acep- 
tarse la enmienda que ellos pretenden. 

Con respecto a ta enmienda 171, de Izquierda Unida, 
le!  ruego que me disculpen de nuevo pero les remito a lo 
que ya se ha dicho anteriormente para su tranquilidad, 
aunque sé que n o  les sirve puesto que su argumento se- 
ría: Para mi mayor tranquilidad pongan lo quc dice mi 
enmienda. Pero yo tengo que dtwirlc que en la vigcnte Ley 
de Organos de Representación ya está incluida csia posi- 
bilidad de que se pueda negociar todo lo que hace refc- 
rencia a la oferta dc emplea, y en la negociación que se 

está teniendo se tienen en cuenta las opiniones de los re- 
presentantes sindicales. Otra cosa es que el Gobierno lo 
acepte o no porque, en definitiva, la responsabilidad úl- 
tima de hacer la oferta pública de empleo no es de los re- 
presentantes sindicales sino del propio Gobierno, tal 
como aparece en la vigente Ley. 

El senor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Núñez. 

El señor NUNEZ PEREZ: Para que vea el senor López 
Luna que soy sensible a sus argumentos, voy a retirar esta 
enmienda pero permítame decirle algunas cosas. La pre- 
sente simplemente para señalar que hay cuestiones que 
necesitan ser reguladas y que están mal reguladas porque 
debían serlo en un contexto general. Si a primera vista ra- 
zones de eficacia pueden aconsejar la posibilidad de una 
gran movilidad entre las diferentes Administraciones, 
existen otras razones que pueden aconsejar el cstableci- 
miento de cautelas al respecto. Convendría, por ejemplo, 
que el Consejo Superior de la Función Pública fuera re- 
cogiendo datos, información y pareceres al respecto. El 
peligro de que se produzcan fuertes desajustes y desequi- 
librios con una fácil movilidad de los funcionarios de una 
a otra Administración es evidente. Eso no se puede negar. 
¿Que evidentemente no se corrige con la supresión del ar- 
ticulo? Estoy de acuerdo con usted, pero y o  venía hoy aquí 
no sólo a conseguir que se aprobasen determinadas en- 
miendas presentadas por mi Grupo. sino a sensibilizar 
mas a la opinión de todos nosotros para que esto se rcgu- 
le cuanto antes en debida forma v con todo detalle. El cs- 
tatuto, por ejemplo, a nuestro entender, debe facilitar las 
oportunidades de trabajo y promoción de los funcionarios 
en el ámbito de las Administraciones públicas, de todas, 
cómo no. pero siempre que no se ponga en peligro la ra- 
cionalidad en la configuracicin y cómputo de los efectivos 
de cada Administración y no se configure un confuso en- 
tramado de situaciones que hagan perder al funcionario 
la noción de vinculo administrativo con una especifica 
Administración. No se consigue esto con nuestra enmien- 
da de supresión. La he presentado simplemente para re- 
clamar la atención sobre este punto pero, a mi modo de 
ver. va ha cumplido su finalidad y en este sentido. acep  
cando los argumentos del senor López Luna, la retiro. 

El señor PRESIDENTE: Retirada la enmienda núme- 
ro32. pasamos a votar la enmienda 171, presentada por 
Izquierda Unida-Esqucrra Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor. cinco; en contra, 14; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Pasamos a continuación al debate de las enmiendas 

presentadas al artículo 20 de la Ley de Medidas en rela- 
ción con el artículo i .<I del proyecto de Ley. 

El Grupo Vasco ya ha defendido sus enmiendas. Ha re- 
tirado las números 6,.7 y 9 como consecuencia de una en- 
mienda transaccional del Grupo Socialista y le queda 
para votaciOn la enmienda número 5 .  
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Para la defensa de las enmiendas números 33, 34, 35, 
36 y 37, de la Agrupación de la Democracia Cristiana, tie- 
ne la palabra e l  señor Núñez. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Voy a ver si soy más breve, 
porque estoy cansando a S S .  SS. con tanta perorata. 

A este artículo nuestra Agrupación ha presentado las 
enmiendas números 33 a 38, ambas inclusive. Con la pri- 
mera se pretende dar una nueva redacción al artícu- 
lo 20.1, a). Se trata simplemente de perfilar en el concur- 
so lo siguiente: «Se considerarán méritos preferentes los 
adecuados a las características de cada puesto de traba- 
jo, la antigüedad y los cursos de formación y perfecciona- 
miento en las Escuelas de las Administraciones Públicas.. 
Esta es la nueva redacción de la enmienda y la justifica- 
ción es que, a nuestro entender, la posesión de un deter- 
minado grado personal es irrelevante a estos efectos y la 
valoración del trabajo desarrollado es muy difícil de ob- 
jetivar. Toda plataforma de promoción -y aquí entramos 
nada más y nada menos que en la carrera administrati- 
va-, montada sobre c l  grado personal, creemos que está 
viciada de raíz. Ya se ha insistido suficientemente sobrc 
la d e s a f o r t u n a d a  regulación d e  e s t e  t ema  en la 
Ley 30/1984 y su peor desarrollo. Sería un error insistir 
en la misma cuestión, pero conviene tener presente que, 
de prosperar el texto propuesto, las escandalosas prorno- 
ciones por libre designación habidas durante estos tres úl- 
timos arios serían el principal mérito para concursar a 
partir de ahora. Este no parece ser el propósito de la mo- 
dificación de la Ley 30/1984 y este es  el deseo -estoy com- 
pletamente c o n v c n c i d e  de muchos de los componentes 
.del Grupo Parlamentario Socialista. El mantenimiento de 
este mérito nos conduce a tales distorsiones que el propio 
proyecto se ha visto obligado a introducir en la disposi- 
ción adicional decimoquinta una excepción para todo el 
personal docente, como saben SS. SS. Repito que no quie- 
ro insistir más sobre este punto, porque, a lo mejor, nos 
enzarzamos en discusiones que ya  hemos tenido, que no 
conducirían a nada y lo que harían sería confundirnos las 
mentes todavía más de lo que esta propuesta de redac- 
ción que se nos hace del nuevo artículo 30 trae consigo. 

La enmienda 34 propone la supresión en e l  artículo 20 
de nueva redacción del último inciso del segundo párrafo 
del número 1, b), que dice: «Y aquellos otros de carácter 
directivo o de especial responsabilidad para los que así 
se determine en las Relaciones de Puestos de Trabajo)). 
Supone, como saben SS. SS., una puerta abierta a la l i -  
bre designación. La libre designación tiene que estar ta- 
sada en puestos claros y concretos y, terminada la nume- 
ración, se acabó porque si se deja esta puerta abierta no 
sabemos adónde vamos a ir a parar. Yo no voy a leer aquí 
todos los recortes de prensa que tuve la paciencia de ir re- 
copilando el otro día, pero hay uno que no me resisto a 
señalar porque recoge palabras textuales del Ministro Al- 
munia respecto a que las Administraciones públicas re- 
conocen que se ha abusado del sistema de libre designa- 
ción. N o  son palabras mías, sino del senor Ministro, con 
fecha 21 de julio de 1987. 

N o  dejemos puertas abiertas a algo que ha producido 

Lanta desmoralización, tanto desánimo y tanta injusticia 
in la adjudicación de puestos de trabajo. A lo mejor nues- 
Lra cnmicnda es muy escueta y muy dura,  pero creo que 
2s absolutamente necesaria. La experiencia ha demostra- 
do hasta la saciedad que todos los gobiernos son muy há- 
biles para bordear la ley a la hora de encontrar fórmulas 
tlexibles para la asignación de los puestos de trabajo. Con- 
viene, por tanto, que no les facilitemos las cosas. 

La enmienda 35 propone atiadir al final del primer 
párrafo del artículo 20.1, c) la expresión: ((Y un mes para 
su resolución)). Está claro que conviene señalar un plazo 
a la Administración para resolver, y esto no necesita de 
mayores explicaciones. 

La enmienda número 36 propone añadir un nuevo 
párrafo al artículo 20.1, c), que diga lo siguiente: ((Todas 
las provisiones de puestos de trabajo deberán hacerse pú- 
blicas en el Boletín Oficial correspondiente, sin cuyo re- 
quisito no se podrá tomar posesión del puesto dc traba- 
jo». Elementales razones de publicidad y garantía jurídi- 
ca nos han hecho presentar esta enmienda. En Ponencia 
c l  Grupo Parlamentario Socialista ha sido muy sensible, 
ha prometido presentar cn el debate de hoy una enmien- 
da transaccional y estamos, por tanto, a la espera de lo 
que se nos conteste por sus representantes a esta cuestión. 

La enmienda 37 propone la supresión en el artículo 20 
de nueva redacción de los párrafos segundo y tercero del 
número 1 ,  e).-Picnso que, efectivamente, en este punto 
debe estarse únicamente al procedimiento disciplinario. 
Elementales garantías para los funcionarios aconsejan su- 
primir este párrafo. De otra manera, creemos, quedan en 
manos de la Administración, de personas concretas que 
ocupan los puestos de responsabilidad de la Administra- 
ción, unas posibilidades sumamente peligrosas de cam- 
biar los resultados del concurso de méritos. Si se dan las 
circunstancias que el proyecto plantea, existen los meca- 
nismos de la supresión del puesto de trabajo y el expe- 
diente disciplinario; lo demás, es decir, lo que pretende 
el proyecto de ley, e s ,  a nuestro juicio, muy poco serio. Es 
facilísimo cambiar cl contenido de los puestos de trabajo 
a instancias de la superioridad. N o  parece serio, repito, y 
por eso presentamos nuestra enmienda y pedimos su voto 
favorable. 

Finalmente, la enmienda 38 también es de supresión, 
en el artículo 20 de nueva redacción, del último inciso del 
número 1 ,  1) que dicc: «o en el supuesto...)). es sencilla- 
mente una enmienda que está en congruencia con la 
anterior. 

El señor PRESIDENTE: Por el CDS, tiene la palabra el 
señor De Záratr, para defender las enmiendas 75, 76, 77, 
78, 79, 80 y 82; la 81 fue aceptada ya en Ponencia. 

EI señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: Y $3 
también, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Y 83, señor De Zárate. Tiene 
usted la palabra. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: Señor 
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Presidente, si es tan amable, ¿le importaría que pudiera- 
mos defender las enmiendas mi compañero v vo? 

El señor PRESIDENTE: Sin ningún problema. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: Muchas 
gracias. 

La enmienda que hemos planteado en primer lugar tie- 
ne su antecedente inmediato y lógico en la que prcsenta- 
mos respecto a las relaciones de puestos de trabajo, pucs- 
to que aparecen íntimamente vinculadas. Pretendemos 
que a las reglas que han de regir los concursos entre fun- 
cionarios se incorporen -precisamente en congruencia 
con la anterior enmienda- los mkritos previamente dise- 
ñados y señalados en Ías relaciones de pucstos de traba- 
jo. Entendemos que le da mayor objetividad al pro- 
cedimiento. 

En cuanto a la enmienda 76, que hace referencia a la re- 
gulación que en el proyecto se lleva a cabo de la dctcrmi- 
nación de los puestos que puedan ser nombrados por el 
procedimiento de libre designación, entendemos que hay 
que excluir el puesto de subdirector general, básicamcn- 
te porque en la organización administrativa v,  sobre todo, 
desde una visión de la Administración pública mucho más 
moderna que atienda tambien al desarrollo de los progra- 
mas presupuestarios, que es, en definitiva, soporte matc- 
rial de los objetivos que se marca la Administración, la ca- 
lificación de función podría darse a este alto cargo que 
tendría encomendada la gestión de determinadas funcio- 
nes presupuestarias dentro del programa, razón por la 
cual no vemos motivo alguno para que se utilice el pro- 
cedimiento de libre designación, toda vez que cntendc- 
mos que este puesto estaría indudablemente mejor cu- 
bierto y de un modo más coherente, sobre todo para la 
atención de los programas presupuestarios, desde la pcrs- 
pectiva de un funcionario de carrera. 

La enmienda 78 no pretende nada más que extender las 
reglas por las que el proyecto establece los criterios para 
determinar los cargos que pueden ser objeto de nombra- 
miento por libre designación añadiendo un nuevo párra- 
fo, toda vez que la Administración del Estado tiene una 
estructura distinta a la de los organismos autónomos y 
los cargos que figuran como formando parte de la Admi- 
nistración quizá no se correspondan en términos exactos 
a como es en la Administración autonómica. Por ello, in- 
troducimos un nuevo párrafo que diga: «En los organis- 
mos autónomos únicamente podrán cubrise por este sis- 
tema puestos similares» (con lo cual, se da cierta discrc- 
cionalidad al Gobierno para que produzca esa especie de 
homologación) « a  los determinados en el párrafo anterior 
para la Administración del Estadon. 

La enmienda número 82 que mi Grupo plantea hace re- 
ferencia a la remoción de los funcionarios. Entendemos 
que la posibilidad de remoción por la alteración en el con- 
tenido del puesto de trabajo, en vez de que pueda confi- 
gurarse como discrecionalidad del órgano administrativo 
correspondiente, para dotar de mayor seguridad jurídica 
a la adscripción del funcionario y su vinculación al pues- 
to de trabajo, esta circunstancia de alteración del puesto 

exigimos que venga previamente determinada en la pro- 
p'ia relación de puestos de trabajo, que aparece a lo largo 
de toda nuestra enmienda como un elemento material de 
ordenación del personal al que se quiere dotar de máxi- 
ma objetividad. 

El señor PRESIDENTE: Señor De Zárate, simplemen- 
te quiero recordarle que la enmienda 83 fue aceptada en 
Ponencia, según me consta en el informe emitido por la 
Ponencia. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYGLA: Me re- 
fería a la 82. 

El señor PRESIDENTE: Ya, lo digo para las posterio- 

El senor Santos tiene la palabra. 
res defensas del rcsto de las enmiendas. 

El señor SANTOS MIÑON: Respecto a la enmienda 77, 
aunque podría parecer que hubiese una cierta dcsco- 
ncxión al relacionarla con la 76, sin embargo, se hizo un 
inicio de exposición donde se intentaba, por un lado, des- 
tacar que cargos eran los que podían ser libremente de- 
signados v ,  por otro, se establecía una garantía para que, 
en aquellos otros de carácter directivo o de especial res- 
ponsabilidad, la propia Aministración tuviese una limita- 
ción a efectos de garantizar que solamente puedan ser de- 
signados dc esta manera aquellos que obtengan un nivel 
28 o superior. Esta limitación objetiva previa, que debe 
figurar en las propias relaciones de pucstos de trabajo, es 
una garantía para que ese espíritu quc sc clicc tener de 
una mayor profcsionalización de la función pública, efec- 
tivamente, llegue a ser realidad. 

La enmienda 79 va dirigida a ampliar el plazo para la 
presentación de solicitudes, porque consideramos que 
quince días naturales en muchas ocasiones puede ser un 
plazo demasiado corto, más todavía cuando se indican 
días naturales, para que llegue al conocimiento de todos 
los funcionarios que pudieran presentarse a las distintas 
convocatorias. Es necesario dar ese mayor margen y con 
ello, la Administración no se vería en ningún momento 
perjudicada. Al contrario, podría contar con una partici- 
pación mayor de cuantos funcionarios pudiesen optar a 
estos puestos. 

Respecto a la enmienda 80, aunque en principio se nos 
ha hablado de una enmienda transaccional, hay que in- 
sistir en ella y remarcar quc es necesario que la adjudi- 
cación de las vacantes se efectúe por orden de puntuación 
y teniendo siempre en cuenta las preferencias manifesta- 
das por cada uno de los concursantes, a fin de evitar lo 
que en algunas ocasiones ocurre, y es que, si bien se ad- 
judican en orden a la puntuación, sin embargo, no se si- 
guen exactamente las preferencias que cada uno ha ma- 
ni  fes tado. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo de Minoría Ca- 
talana tiene la palabra la señora Cuenca para defender 
las enmiendas 100 a 105, ambas inclusive. 
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La señora CUENCA 1 VALERO: La enmienda núme- 
ro 100 tiene por objeto añadir un elemento más a valorar 
en el método concurso para acceso a la función pública 
En el proyecto existe una relación de elementos a valorar 
y creemos conveniente añadir las titulaciones que posean 
los funcionarios que concursen. Efectivamente, creemos 
que estas titulaciones han de ser objeto de valoración 
cuando sean adecuadas al puesto de trabajo que se pre- 
tende cubrir con el concurso, puesto que pensamos que 
las titulaciones pueden demostrar capacidad, competen- 
cia y formación del funcionario, al igual que los cursos de 
formación y perfeccionamiento que figuran en el pro- 
yecto. 

La enmienda 101 se refiere a la libre designación de los 
funcionarios públicos para cubrir puestos de trabajo. Pre- 
tende suprimir del párrafo segundo del artículo 20.1, b) 
la expresión u... o de especial responsabilidad...)). ¿Por 
qué esta supresión? Porque creemos que, si no hay nin- 
gún límite, pueden ser muchos los puestos de trabajo que 
en la Administración pueden ser calificados como de es- 
pecial responsabilidad, con lo cual quizá podríamos ge- 
neralizar este sistema de libre designación; no generali- 
zar, puesto que el concurso es el sistema normal, pero sí 
ampliarlo de una manera que creemos que no es conve- 
niente en ningún caso. Creemos que la libre designación 
debe ser la excepción y, como tal, tiene que tener alguna 
cortapisa para saber qué porcentaje o cuántos puestos ca- 
lificados de especial responsabilidad pueden ser cubier- 
tos. Además, creemos que el actual sistema retributivo de 
los funcionarios públicos contempla un complemento que 
se atribuye por la responsabilidad del puesto de trabajo. 
La atribución con carácter general o casi general, que po- 
dría suponer una ampliación excesiva de estos puestos ca- 
lificados como de especial responsabilidad, podría provo- 
car que casi todos los puestos pudieran cubrirse por el sis- 
tema de libre designación. 

La letra c).de este artículo 20, creemos que de la ma- 
nera en que está redactada, determina que la publicación 
de la convocatoria para la provisión de puestos de traba- 
jo sea obligatoria, no sólo en los diferentes boletines de 
las comunidades autónomas, sino también en el G Boletín 
Oficial del Estado)), lo que creemos prácticamente invia- 
ble. Puesto que este apartado es básico y no se ha modi- 
ficado con la enmienda transaccional -si he entendido 
bien-, creo que se debería modificar. Es un cambio muy 
sencillo que supone cambiar la copulativa « y »  por «o». 
Es cada Administración la que, discrecionalmente, puede 
valorar si se ha de hacer la publicación en el «Boletín Ofi- 
cial del Estado» y en el diario oficial de la comunidad au- 
tónoma o solamente en los diarios oficiales o en el «Bo- 
letín Oficial del Estado.. 

La enmienda número 103, a la letra c). propone un mes 
para la resolución de las convocatorias, puesto que cree- 
mos que es aumentar las garantías a los aspirantes, ya 
que excesivas dilaciones, como se dan en algiin caso, pue- 
den provocar una intranquilidad que me parece que se re- 
solvería aceptando la enmienda de Minoría Catalana. 

La enmienda número 104, a la letra 0, trata de evitar 
el gran número de puestos de trabajo de las Administra- 

ciones Públicas a los que nadie concursa, precisamente 
por carecer de este requisito de la antigüedad de los dos 
años. Si se acepta esta enmienda de Minoría Catalana se 
subsanaría este problema. Quiero también significar que 
el tiempo seguirá valorándose de una manera especial, 
pero sin carácter excluyente. Se puede valorar haber per- 
manecido durante un tiempo determinado -dos años- 
en un puesto de trabajo, pero en ningún caso creemos que 
pueda ser excluyente. 

Finalmente, la enmienda número 105 trata de la adi- 
ción de la frase: «podrán adscribir con carácter temporal 
a los funcionarios». Queremos añadir este carácter tem- 
poral porque, si no, creemos que cierra el paso a la con- 
vocatoria del puesto que el funcionario ha dejado vacan- 
te al ser adscrito a otro puesto de trabajo. Pensamos que 
la vía normal de provisión de puestos es el concurso y no 
la adscripción decidida por la autoridad que correspon- 
da. Creemos que ha de haber la máxima concurrencia y 
que la provisión de puestos de trabajo ha de ser de acuer- 
do con los principios de mérito y capacidad. 

El señor PRESIDENTE: Para defender las enmien- 
das 126 a 133, tiene la palabra el señor De la Vallina, del 
Grupo Parlamentario de Coalición Popular. 

El señor DE LA VALLINA VELARDE: Señor Presiden- 
te, efectivamente se trata de las enmiendas 126 a 133, que 
son las que afectan a este artículo 20 que ahora estamos 
debatiendo. Me parece oportuno, en relación a este deba- 
te, hacer un planteamiento general acerca de este precep- 
to tal como se encontraba en la Ley de Medidas, de 2 de 
agosto de 1984, y tal como se pretende que quede a la vis- 
ta del proyecto remitido por el Gobierno. 

Hay que empezar diciendo que se trata de un precepto 
no afectado por la sentencia del Tribunal Constitucional 
y, por tanto, la modificación no obedece a motivos de po- 
sible inconstitucionalidad sino, exclusivamente, a moti- 
vos de oportunidad por los que el Gobierno ha entendido 
conveniente modificar este precepto. Y ya veremos por 
qué. El precepto no se impugnó en vía constitucional por- 
que era correcto. Se establecía el principio de que los 
puestos de trabajo, principio general, se cubren por con- 
curso y excepcionalmente por libre designación. Lo irre- 
gular no estaba en el precepto. Lo irregular, como es bien 
notorio y conocido, estuvo en la aplicación, en el uso y 
abuso, arbitrario sin duda, que el Gobierno hizo de este 
precepto, cambiando la regla general, el concurso, por la 
libre designación, la excepción; uso y abuso que incluso 
el propio Gobierno no tuvo inconveniente en reconocer. 
Prometió enmendarse; prometió que se iba a aplicar la 
ley, la regla general del concurso. Y en éstas estamos, por- 
que ese propósito de la enmienda no ha sido en realidad 
tal. Me temo mucho que con la fórmula que se nos ofrece 
todo siga igual, que se trate de un intento de maquillar, 
de presentar una nueva cara a este tema, pero concedien- 
do por la ley, ahora sí, unos poderes arbitrarios al Gobier- 
no. Y si inicialmente no era cuestionable la constitucio- 
nalidad de este precepto, mucho me temo que ahora, de 
iprobar el precepto tal como viene en el proyecto, nos en- 
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contremos con una inconstitucionalidad y el Tribunal ten- 
ga que declarar inconstitucionales algunos preceptos o 
medidas que el Gobierno intenta colar a través de este ar- 
tículo20. De ahí la justificación de las enmiendas 126 
a 133, que se refieren a los distintos párrafos que añade 
este proyecto y que no existían en la Ley de 2 de agosto 
de 1984. 

Para justificar el proyecto y para intentar fundamentar 
el precepto que, como digo, intenta que todo quede igual, 
que el Gobierno tenga en sus manos amplia libertad, dis- 
crecional, como consecuencia -lo veremos- de la potes- 
tad autoorganizadora de la Administración, el Ministro 
para las Administraciones Públicas hablaba de que un 96 
por ciento de puestos de trabajo iban a ser cubiertos por 
concurso y un 4 por ciento por libre designación. Real- 
mente, con el proyecto, tal como está, se pueden cubrir to- 
dos por concurso, porque por la vía de las especializacio- 
nes concretas en los puestos de trabajo se pueden incluir 
en la libre designación. No hay límite. De ahí, creo, las ex- 
cesivas potestades qu6 confiere este precepto y que pue- 
den incurrir en esa infracción del principio de reserva le- 
gal que debe presidir el Estatuto de la Función Pública, 
el principio de mérito y capacidad, etcétera, que el Tri- 
bunal Constitucional aplicó en otros supuestos y que no 
aplicó aquf porque inicialmente era correcta, como digo, 
la Ley de Medidas de 2 de agosto, y mucho me temo que 
la de ahora no sea tan constitucional. Después de este 
plantemaiento general que justifica las enmiendas que el 
Grupo Parlamentario Popular ha formulado, paso concre- 
tamente a intentar explicar las mismas. 

La enmienda número 126 se refiere al tema de los con- 
curso, a la letra a) del número 1 de este artículo 20. Se mo- 
difica la parte final en el sentido de suprimir el grado per- 
sonal, en cuanto que entendemos que éste está ya englo- 
bado en la valoración de los puestos anteriores desempe- 
ñados por el funcionario y porque todo el grado personal 
-ya lo veremos- es una cuestión también muy discuti- 
ble de este proyecto de ley. Este proyecto de ley modifica 
sustancialmente el grado, tal como aparecía configurado 
en la Ley de Medidas. El grado en la Función Pública es- 
pañola surge en un Decreto-ley de retribuciones del año 
1977; tiene entonces un simple sentido y alcance pura- 
mente económico. La Ley de Medidas le da unos efectos 
funcionales, pues el grado condiciona el puesto de traba- 
jo. De nuevo en esta ley el carácter funcional del grado se 
rompe y pasa a ser un mero concepto retributivo, sobre 
todo dada la experiencia de estos cuatro años de aplica- 
ción de la Ley de Medidas, en que la adquisición de los 
grados personales como consecuencia del sistema de li- 
bre designación ha dejado mucho que desear. Es una he- 
rida abierta en el funcionariado, y me parece que no es 
conveniente incluir en el mérito de los concursos el gra- 
do. Sin embargo, en esta visión de Alianza Popular la en- 
mienda va en la línea de que no se suprima la titulación 
académica. Desaparece la titulación académica de los mé- 
ritos en el concurso, titulación académica que estaba en 
la Ley de Medidas, de 2 de agosto. No nos parece oportu- 
no que en un concurso la titulación académica desaparez- 
ca como mérito. Podrá ser discutible si la titulación aca- 

démica debe jugar, dentro de un modelo de Función Pú- 
blica, para determinar la pertenencia a un grupo de fun- 
cionarios. En el ordenamiento de la Función Pública vi- 
gente, los grupos a), b), c) están en función de la titula- 
ción. Este tema podrá ser discutible. No entro ahora en 
ello. En lo que entro es en que me parece que suprimir 
por este proyecto la titulación como un mérito no tiene 
ninguna justificación, no tiene ningún sentido. En esa lí- 
nea, la enmienda número 126 entiende que debe mante- 
nerse, al menos, la titulación académica como un mérito. 
Es lo menos que se puede considerar en relación a los tf- 
tulos académicos. 

La enmienda 127 afecta a la letra b), sobre puestos de 
libre designación. ¿Cuáles son los puestos de libre desig- 
nación? Aparte de los puestos de subdirector general y de- 
legados y directores regionales, las secretarías de Altos 
Cargos. Sin cuestionar estos supuestos de libre designa- 
ción, aunque podría sumarme a algunas de las objeciones 
que algún grupo ha formulado con anterioridad, aun ad- 
mitiéndolo tal como viene en el proyecto, me parece que 
habría que precisar qué se entiende por secretarías de al- 
tos cargos, porque si son puestos de asesoramiento pro- 
pios de funcionarios no me parece que puedan estar in- 
cluidos; ya existe el personal eventual o de confianza. Pero 
si son puestos de funcionarios, aparte de la pura secreta- 
ría personal del titular del alto cargo, no me parece bien, 
y en ese sentido va la enmienda. La enmienda va dirigida 
sobre todo a la expresión: ((aquellos otros de carácter di- 
rectivo o de especial responsabilidad para los que asf se 
determine en las relaciones de puestos de trabajo.. Es un 
cheque en blanco a la potestad autoorganizadora de la Ad- 
ministración. La Administración, a través de las relacio- 
nes de puestos de trabajo, puede considerar como de li- 
bre designación todos los puestos que quiera. En ese sen- 
tido, creo que no hay límite a esa potestad autoorganiza- 
dora de la Administración, que es el papel que correspon- 
de al texto legal, a la ley que en estos momentos estamos 
debatiendo. De ahf esa enmienda 127 que defiendo en este 
momento. 

La enmienda 128 a la letra c) es puramente técnica y 
no tengo inconveniente en defenderla. Se trata, simple- 
mente, de si el plazo de esas convocatorias debe ser de 
días naturales o días hábiles. La regla general en el siste- 
ma procedimental español es que son días hábiles, y en 
ese sentido iba nuestra enmienda. Insisto en que no hago 
mayor hicapié en ello y me someto gustosamente en este 
punto al criterio mayoritario de la Comisión. 

Las enmiendas 129 y 130 se refieren a la letra d) de este 
precepto que en estos momentos estamos considerando. 
Se trata de la posibilidad de que discrecionalmente pue- 
da la Administración adscribir a los funcionarios a pues- 
tos distintos; una cierta movilidad funcional que en prin- 
cipio no hay mayor inconveniente en reconocer como una 
potestad que debe tener la Administración para el buen 
funcionamiento de los servicios. Pero la enmienda se pro- 
pone simplemente como garantía de los derechos de los 
funcionarios. En definitiva, todas las cuestiones de la fun- 
ción pública siempre giran en torno a esta doble óptica: 
prerrogativas de la Administración-garantfa del funciona- 



COMISIONES 
-~ 

rio, y la necesidad de establecer un justo equilibro entre 
ellas. La enmienda 130 entiende que ese justo cq~iilibro 
exige en este caso que la movilidad que se concede a la 
Administración no solamente impida que el funcionario 
salga de la localidad en que presta sus servicios, que lo 
decía el proyecto inicialmente y lo confirma la Ponencia 
con una cierta matización, sino tambiPn dentro del pro- 
pio departamento ministerial. Creo que para el funciona- 
rio tiene su sentido el departamento ministerial en que 
presta servicios. No es igual estar en un departamento que 
otro. Hay unas prekrencias, incluso una  preparación vo- 
cacional o una formación o una experiencia que aconsc,ja 
que se quede en el mismo departamento. Esa es la razón 
de la enmienda 130 que añade: «ni  de departamento 
ministerial». 

La enmienda 13 1 se refiere a que los funcionarios ads- 
critos a un pueto de  traba,jo por el proccdimicnto dc libre 
designación puedan ser removidos del mismo con carác- 
ter discrecional. Nada hay que objetar a ello. Resulta Ió- 
gico y razonable el precepto, pero la ciiiriicnda que se de- 
fiende en este momento, la 131, añade: « n o  consolitlaiido 
el grado corrcpondicntc al puesto duraritc el desempeño 
del mismo)). Se trata de salir al paso de esa corruptela a 
que ya antcs incidentalmente me había referido clc. que,  
por la vía de la libre discrccionalidad y, poi- tanto, en niu- 
chas ocasiones sin que los principios de mbrito y capaci- 
dad sean realmente los que justifiquen la medida, se pro- 
duzca un avance en la carrera administrativa del funcio- 
nario. Sc quiere limitar esto: que n o  consolide el grado 
correspondiente al puesto el desempeño dc libre de- 
signación. 

Y entramos en el 'tenia que me parece más importante 
de este precepto, que es la remoción de los funcionarios 
por concurso. Es el tema crucial que, tal como se regula 
en la letra e) a que se refiere la enmienda 132 que en es- 
tos monientos defiendo, creo que deja sin sentido todo el 
sistema de provisión de puestos de trabajo y ,  aunque la 
regla general es el concurso y la cxcepción la libre dcsig- 
nación, por este procedimiento todos son prácticamente 
de libre designación. Por eso decía al principio qiic en 
cierta medida este precepto viene a ser un inaquilla,jc 
para que todo siga igual en ese uso y abuso que se vicric 
haciendo de la libre designación. Porque, electivaniente, 
la diferencia entre el concurso y la libre designación está 
en que en la libre designación el luricioiintio es rcniovido 
libremente por la Administración Y por el concurso tiene 
un derecho a ocupar el puesto de trabajo. Pero si csc dc- 
recho se le desconoce, como hace la letra c ) ,  es  igual coii- 

curso que libre designación. Y en  ese scntitlo, la ciiriiicri- 

da pretende la supresión, pura y siniplcnicnte, del piirra- 
fo segundo de  estc artículo 20.1, a). La remoción de  un 
puesto de  trabajo ganado por concurso será íi travcs de 
los procedimientos ordinarios del rkgirrien ,jurídico de la 
Administración Pública. Si se suprime el puesto de tra- 
bajo, quedará la situación administrativa que corrcspoii- 
da  y que está prevista; y si hay causas de otro orden scrá 
un procedimiento disciplinario. Pero decir que una sini- 
ple modificación en el contenido del puesto de trabajo 
puede suponer la remoción del funcionario cs tanto, i r i -  

sisto, como dejar sin sentido la fórniula del concurso. 
Porque la modificación de las condiciones del puesto de 

trabajo es un tema de la potestad autoorganizadora de la 
Administración y no es controlable por los tribunales. Los 
tribunales lo han dicho y la jurisprudencia es unánime. 
El Tribunal Constitucional, en la sentencia de 1 1  de junio 
del ano pasado, ha venido a ratificar esta potestad autoor- 
ganizadora de la Administración, Evidentemente, eso no 
es controlable. Se modifica una condición de cse puesto 
de trabajo y el funcionario que tenía el puesto por con- 
curso es  removido sin más. N o  sirve para garantiLar esto 
la matización que h a  hecho la Ponencia recogiendo una 
enmienda, me parece, del CDS, prcscntntla a las rclacio- 
nes de puestos de trabajo. Los puestos clc trabajo -en el 
artículo anterior lo vimos- se aprueban a travbs de las 
relaciones de puestos de trabajo, lo que es una potestad 
autoorganizadora de la Adiiiinistr.acióri, no controlable 
por los tribunales. No hay garantía alguiia. Por tanto, el 
concurso no existe si cl precepto siguc t a l  como estaba. 
Decía el señor Núñez con anterioridad que no Ic parecía 
serio, y eí'ectivamentc es así. 

Por último y termino, señor Presidente, la ciiriiicntla riú- 
mero 133 pretende suprimir esa posibilidad de c~nci i i~sar ,  
aunque no  hayan pasado dos años, dentro del iirnbito dc 
u ~ t a  secretaría de Estado o de un departarnciito iiiiiiistc- 

rial. Tampoco hago mayor hincapií. en esta enmiciida 
que, en su caso, estoy dispuesto a retirarla. 

El señor PRESIDENTE: i L a  retira o no la retira? 

El señor DE LA VALLINA VELARDE: La  retiro a la vis-  
ta de lo que conteste la oposición e n  este caso. 

El señor PRESIDENTE: El señor Mardorics tiene la en- 
mienda 163, que damos por tlcfendida. 

El señor NUNEZ PEREZ: Me ha pedido que le diga al 
señor Presidente que se sonicta a votación. 

El señor PRESIDENTE: La damos por dclcndicla y la 
somctcrcmos a votación. 

Izquierda Unida tiene las enmiendas 172 a 180. La cii- 

niienda 180 hace referencia al artículo 20.2 que, ;iuiiquc 
no está en el provecto, corresponde a la Ley de Mcclicl:is. 
Para su tlclciisa, tieric la palabra cl señor Espasa. 

El señor ESPASA OLIVER: Si Ic parece, podría delen- 
dcrla aparte. 

El señor PRESIDENTE: Aparte, pciu a coiitinuacitiri, 
si no le importa. 

El señor ESPASA OLIVER: Lo digo porque se trata clc 
una enmienda a un  artículo tlc la Lev 3011984. n o  al pro- 
Yccto de lev. Creo q ~ i c  sería mejor, por sistemática, 
scparai-la. 

El señor PRESIDENTE: Si no le iinprta, señor Espasa, 
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primero defienda todas las enmiendas del proyecto de ley 
y, luego, la del artículo 20.2 de la Ley de Medidas. 

El senor ESPASA OLIVER: Paso a defender nuestras 
enmiendas. 

Como ya han dicho todos los oradores que me han pre- 
cedido, éste es un artículo de enorme importancia por dos 
aspectos fundamentales: Uno, el de que aparece (y voy a 
reiterar los argumentos de otros oradores) en el aparta- 
do  b) del artículo 20; otro, el del que aparece en el apar- 
tado e), relativo a la posible remoción de los puestos de' 
trabajo. 

Refiriéndome a las enmiendas particularizadas, nucs- 
tra primera enmienda, la 172, se refiere al artículo 20.1 .a), 
es decir, a los cargos cubiertos por concurso de méritos. 
Hacemos una reordenación del texto que pretende valo- 
rar tres cosas. En primer lugar, el trabajo desarrollado en 
anteriores puestos por el funcionario. En segundo lugar 
precisamos más que el proyecto, pidiendo que los cursos 
que se hayan podido seguir lo sean en las escuelas de la 
Administración pública (pretendemos con ello potenciar 
la propia Administración pública) o en otros centros, es- 
cuelas u organismos que tengan el aval de la Administra- 
ción pública, no de forma indiscriminada, como parece 
entenderse de la lectura del proyecto. Vuelve a aparecer 
aquí (utilizo una frase leliz que antes ha empleado el se- 
ñor Núñez, cuando les calificaba a ustedes de l'crvicntcs 
sindicalistas) la figura del representante sindical a la hora 
de valorar la oportuna convocatoria y el baremo de m6- 
ritos. En nuestra enmienda aparece esta figura que n o  
está en el proyecto y que supongo no será aceptada por 
sus señorías. 

En cuanto a la enmienda número 173 al apartado 1 ,  b), 
ticne dos aspectos. No  voy a extendermc en uno de ellos 
puesto que ya lo han señalado otros oradores que me han 
precedido. El segundo aspecto es que consideramos que 
el inciso: ((y aquellos otros de carácter directivo o de es- 
pecial responsabilidad para los que así se determinen las 
relaciones de puestos de trabajo» es un cheque en blanco, 
una puerta abierta y una desfiguración total de los prin- 
cipios que deberían inspirar una ley de función pública 
que mereciese ser así llamada. Insisto en que no voy a re- 
petir los argumentos abundatemente expuestos por los re- 
presentates del CDS, Alianza Popular o de la Democracia 
Cristiana. Creemos que éste es un inciso que sobra puesto 
que va a ser be una utilización absolutamente residual, o 
caso contrario -es lo que nos tememos- indica clara- 
mente la poca buena intención de los redactores del pro- 
yecto. Creemos que ahí se burla el espíritu del proyecto 
de ley que estamos debatiendo. 

En cuanto a los criterios para la libre designación, pro- 
ponemos elevar en un punto el nivel 29. Por eso mismo, 
no entendemos por qué los directores regionales o provin- 
ciales de los departamentos tienen que entrar en esta ca- 
tegoría de libre designación. De hacerse esto así se está dc- 
notanto una excesiva politización, en el peor sentido de 
la palabra, de la Administración pública. Entendemos 
perfectamente el resto del inciso del proyecto de ley. Ele- 
vamos en un punto los niveles. Sabemos que el tema de 

as secretarías está acotado, como ha dicho el reprcscn- 
.ante de Alianza Popular, pero creemos que la extensión 
ic la libre designación a los directores regionales y pro- 
iinciales implica una desconfiaza absoluta a los funcio- 
iarios que puedan desempeñar aquellos cargos. Es una 
'&mula política que no es buena porque introduce un ex- 
xsivo recelo hacia la carrera funcionaria1 por parte de 
.os sucesivos equipos quc puedan c,ierccr el Gobierno. Por 
sto, nosotros suprimimos esta ampliación de la libre dc- 
signación a los directores regionales o provinciales. La en- 
mienda número 174 solicita la supresión del artículo 20.1, 
$, que establece que los-delegados del Gobierno y gobcr- 
iadorcs civiles podrán adscribir por libre designación a 
incionarios que ocupen puestos no singularizados a otros 
de la misma naturaleza. De nuevo, se trata de conferir dc- 
rnasiado poder político. La librc'dcsignación no es más 
que el scñalaniicnto de que, en función de la opción po- 
lítica, puede rio aplicarse el criterio general de merito y 
zapacidad para el ejercicio de las distintas luncioncs. 
Compartinioc este criterio, pero cuando se extiende dc- 
masiado vicia su propia identidad. Esta enmienda 174 es 
un buen ejemplo de nuestra posición política al respecto. 

La enmienda 175 la doy por defendida en los terminos 
cii que está escrita. Siniplcrncntc aíiadc un criterio de ma- 
yor garantía para los luncionarios de libre designación in- 
kriores al nivel 29, que pueden ser removidos. En el caso 
de que kcngaii un nivel inferior al nivcl 29, debería rcali- 
~ a r s c  la remoción mediante resolución motivada. Esto no 
sería así en los otros casos, pues es claro que quien puede 
designar puede remover al designado. 

La eriniiciida 176 iiicidc de lleno en la remoción vía cx- 
tinción o desaparición de los puestos de trabajo. Aquí se 
podría decir que el que puede lo más puede lo menos. Esto 
ya lo hemos criticado en el artículo anterior. Si los Mi- 
nisterios de Administraciones Públicas v de Economía 
Hacienda pueden, por vía rcglanicntaria, crear, dcfinir y 
tasar, a su libre albedrío, las relaciones de puestos de tra- 
bajo, es evidente qiic tambicn vía reglamentaria pueden 
ser niodií'icados cs tos  mismos puestos de trabajo y procc- 
der a la reniocith. En cstc caso, diría que lo menos es más 
que lo más -y perdonen el juego de palabras-, puesto 
que se trata de derechos adquiridos y de personas que cs- 
tan desempeñando aquella función. Si podemos no estar 
de acuerdo en que por vía reglamentaria se delimite de 
forma universal cuáles son las relaciones de puestos de 
trabajo, aún lo estamos menos en que, por vía reglamcn- 
taria, se puedan suprimir simplemente estos puestos de 
trabajo. 

En este C;~SO, cl alorisnio jurídico de que. el que puede 
lo más puede lu nicnos, no sería de aplicación y espero 
que  n o  sea utilizado cn la coiitrarreplica con la que scrc 
obsequiado, 

Para tcrniinnr, debo manifestar que la cnrnicnda 177 c's 

coherente con la q u e  acabo de defender. En cuanto a la 
179, la dov por dclcndida en los terminos cii que  está 
ex p rcsad a.  

Señor Prcsiclciitc, auiiquc usted nic invita a que dcficn- 
da la enmienda número 180, debería dcfciidcrsc en un ar- 
tículo aparte. Eii aras de la brevedad, tambien la doy por 
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defendida en los términos en que está presentada por Iz- 
quierda-Unida Esquerra Catalana. 

El senor PRESIDENTE: Por la Agrupación del Partido 
Liberal, ticne la palabra el señor Bravo de Laguna para 
defender las enmiendas 62, 63 y 64. 

El señor BRAVO DE LAGUNA BERMUDEZ: La en- 
mienda 62 se refiere al apartado b) del artículo 20, núme- 
ro uno. Su planteamiento coincide con el de otros grupos 
parlamentarios que han enmendado este precepto en el 
proyecto y en el informe de la ponencia. Nuestra enmien- 
da pretende recortar la posibilidad de la libre designa- 
ción exclusivamente a los cargos de usubdirector general 
u otros de rango jerárquico equivalente en que concurran 
especiales circunstancias de decisión o responsabilidad y. 
así, sea expresamente declarado en las relaciones de pues- 
tos de trabajo». 

Frente a la anunciada profesionalización de la Admi- 
nistración pública, incluso hasta niveles de director gene- 
ral, entendemos que hasta el puesto de subdirector gene- 
ral o equivalente, debe imperar Siempre el sistema de con- 
curso, y reducirse exclusivamente la libre designación a 
cargos de confianza política o de relación muy inmediata 
con cargos netamente políticos. Se trata, por tanto, de rc- 
ducir la extrema discrecionalidad con quc en la Adminic- 
tración se realiza la librc designación dc los puestos de 
trabajo para designar a los funcionarios públicos. 

La enmienda 63, en concordancia también con esta 
misma idea, pretende reducir la absoluta discrecionali- 
dad con que la Administración va a contar para remover 
a los funcionarios adscritos a puestos de trahajo, por el 
procedimiento de libre designación. Esto es un doble jue- 
go que resta objetividad y profesionalización a la Admi- 
nistración. Por una parte, se amplía extraordinariamente 
la posibilidad de libre designación de puestos de trabajo, 
y por otra, se otorga una absoluta discrecionalidad para 
remover del puesto de trabajo adscrito al funcionario en 
cuestión, se condiciona su independencia en el trabajo. 

La enmienda 64 pretende introducir un párrafo segun- 
do en el artículo 20.1, t) que señala que los funcionarios 
deberán permanecer en cada puesto de trabajo un míni- 
mo de dos años. Pedimos que esto sea matizado, por ra- 
zones de carácter familiar. Dice nuestra enmienda: «El 
plazo de permanencia establecido en el párrafo anterior 
no será de aplicación respecto del funcionario destinado 
a puesto de trabajo sito en la misma localidad en que se 
encuentre destinado su cónyuge funcionario del Estado o 
de otra Administración pública». Se trataría de atenuar 
la rigidez del mandato legal en aras de una exigencia de 
estricta justicia y del imperativo constitucional de pro- 
tección a la familia para tratar de impedir por este me- 
canismo una rigidez exagerada que impida a dos cónyu- 
ges, que sean a su vez funcionarios, prestar servicio en la 
misma localidad. 

Estas son nuestras enmiendas al artículo 20. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista, tiene 
la palabra el señor Caldera. 

El señor CALDERA SANCHEZ-CAPITAN: Voy a inten- 
tar contestar por cortesía parlamentaria, aunque sea bre- 
vemente, a la gran mayoría de las enmiendas que se han 
defendido. Comprenderán SS. SS. que al ser muy nume- 
rosas, quizás alguna se me pueda quedar en el tintero. En 
todo caso, como declaración de carácter general, igual 
que han hecho algunas dc S S .  S S .  al principio de sus in- 
tervenciones, y para enmarcar el ámbito del artículo 20 
que debatimos en estos momentos, nuestra consideración 
es que el mismo presupone un notable avance con respec- 
to a los contenidos establecidos en la Ley 30/1Y84 de Me- 
didas Urgentes para la Reforma de la Función Pública. 
La delimitación objetiva del sistema para proveer los 
puestos de trabajo a través del concurso y la libre desig- 
nación así lo establecen y a nosotros no nos parecen de re- 
cibo algunas de las manifestaciones escuchadas por algu- 
nos señores Diputados en el turno de defensa de sus en- 
miendas, que iré concretando a la hora de contestar a 
cada una de ellas. Me permitirán también que haga una 
agrupación respecto a los apartados de este artículo. 

Las enmiendas del Grupo Parlamentario Vasco y del se- 
nor Mardones han sido defendidas en sus propios térmi- 
nos. En la enmienda 33 de la Democracia Critiana no nos 
parece conveniente la supresión del grado personal como 
mérito a contemplar en los concursos, dada su especial re- 
levancia en el diseño de la carrera administrativa de los 
funcionarios. Es cierto, como alegaba el señor Núñez, que 
puede haber una cierta dificultad en la objetivación de la 
valoración del trabajo desarrollado; sin embargo, su su- 
presión no seria justificable porque, en nuestra opinión, 
debe considerarse sustantiva en la estructuración de toda 
la carrera administrativa. En todo caso, esa objetividad 
deberá salvarse (en eso estamos de acuerdo) en las nor- 
mas reglamentarias que desarrollen esta disposición. Ten- 
go que declarar de antemano que el Grupo Socialista tie- 
ne tanto interés como el resto de los Grupos Parlamenta- 
rios que han defendido sus enmiendas, en que esta obje- 
tivación se haga en su grado máximo. 

Por otra parte, esa escandalosa promoción a la que ha- 
cía referencia el señor Núñez -imagino que en una hábil 
utilización dialéctica de los términos-, enmarcándola es- 
trictamente en los determinados preceptos que establecía 
la Ley 3011984, no se puede dar con respecto al sistema 
de libre designación, por cuanto el antiguo artículo 21.2 
establecía una limitación de carácter objetivo, por la cual, 
ningún funcionario podía ser designado para un puesto 
superior o inferior en más de dos niveles al de su grado 
personal. En todo caso, hay que determinar que la carre- 
ra administrativa gira en torno a la consideración de ese 
grado personal, resultando, como saben SS. SS., una ga- 
rantía para sus retribuciones, de acuerdo con el artícu- 
lo 21.2, a) de ete mismo proyecto de ley. 

La enmienda 75 tampoco la consideramos asumible por 
entender que su contenido es propio de una disposición 
de carácter reglamentario, dado el excesivo detalle a que 
desciende. Los méritos a considerar en las convocatorias 
no pueden confundirse con los requisitos para el desem- 
peño de los puestos de trabajo. Estos son los que, de acuer- 
do con la Ley, deben recogerse en dicha relación. Tampo- 
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co se estima aceptable la limitación, en una norma con 
este rango de ley, de la puntuación máxima que puede ob- 
tenerse en cada uno de los méritos, o su necesaria consi- 
deración en las convocatorias para provisión de puestos 
de trabajo. 

Las enmiendas 100 y 126 tienen cierta relación entre 
ambas y por eso las contesto conjuntamente. Hacen refe- 
rencia a lo que varios Grupos han planteado: la supresión 
de la titulación como mérito en las relaciones de puestos 
de trabajo. En este punto, se modifica la ley vigente por 
considerar el Grupo Socialista y el Gobierno que para el 
buen funcionamiento de la Función Pública, que es lo que 
estamos acometiendo en este momento, no debe ser con- 
siderada la titulación academica comb mérito puntuable 
por sí misma, sino que hay que relacionarlo -y esto es 
importante- con la naturaleza de las funciones de los 
puestos a desempeñar. De ahí que, como viene sucedien- 
do habitualmente, será en cada convocatoria concreta 
para la provisión del puesto de trabajo, donde se deter- 
minen, en relación con el puesto específico, aquellas titu- 
laciones que serán computadas como mérito a la hora de 
su valoración. 

La enmienda 172 tampoco la vamos a aceptar, porque 
desciende excesivamente al detalle, dando una gran rigi- 
dez al sistema de provisión de plazas. 

La aceptación de las enmiendas que hacen referencia 
al artículo 20.1, b), las números 34 y 127 (haciendo abs- 
tracción, porque el señor Núñez no lo ha relatado, del en- 
cabezamiento de la justificación de motivos de la enmien- 
da 34, de volver a las andadas; creo, señor Núñez, que na- 
die ha andado, valga la redundancia, en las andadas con 
motivo de la aplicación de la Ley 3011984, en todo caso, 
yo respeto la opinión que le pueda merecer a cada grupo 
parlamentario, aunque tengo, obviamente, que rechazar- 
lo) supondría la exclusión del sistema de libre designa- 
ción de puestos absolutamente singularizados que, por su 
contenido, no pueden ser provistos por el procedimiento 
de concurso. Tal es el caso de los directores de centros pe- 
nitenciarios, cuyo nombramiento y cese pueden exigir, 
por razones de seguridad u orden público, una gran flexi- 
bilidad. Es un simple ejemplo a añadir para justificar 
nuestra posición. 

La enmienda 62 del Partido Liberal ofrece menos ga- 
rantías que el texto del proyecto, puesto que ese plantea- 
miento de rango jerárquico equivalente es de difícil con- 
creción en la legislacibn vigente. De ahí que no estime- 
mos necesaria su aceptacibn. 

La enmienda 76 tampoco vamos a admitirla por consi- 
derar que en la actual estructura de la Función Pública 
sería de difícil aplicación la obligada provisión por con- 
curso de los puestos de subdirectores generales. No obs- 
tante, debe considerarse que el proyecto no obliga a cu- 
brir dichos puestos, no es imperativo, no es obligatorio: 
la práctica viene demostrando desde principios de este 
año que ha habido puestos de subdirector general que se 
están cubriendo por concursos. Por tanto, serán las rela- 
ciones de puestos de trabajo las que establezcan la provi- 
sión, bien por concurso, bien por el sistema de la libre 
designación. 

La enmienda 77 sugiere que el actual nivel de comple- 
mento de destino asignado a los puestos de trabajo no se 
corresponde proporcionalmente en todos los casos con el 
nivel de responsabilidad de los mismos. Esto sucede por- 
que hay que tener en cuenta que el complemento de des- 
tino sólo supone una parte del conjunto de retribuciones 
que perciben los funcionarios, y la especial responsabili- 
dad, de acuerdo con lo establecido en la tantas veces ci- 
tada Ley de Medidas, se retribuye sustancialmente a tra- 
vés del complemento específico. 

En relación con otra serie de enmiendas al apartado c) 
del artículo 20, las números 35 y 103, tienen cierta simi- 
litud. Con carácter general, hay que decir que la más rá- 
pida resolución de los concursos interesa fundamental- 
mente a la Administración del Estado, por lo cual no pa- 
rece necesario establecer en estos momentos un plazo que 
en principio debería ser considerado como una garantía 
para los propios funcionarios y que en algunos supuestos, 
debido a la naturaleza y número de plazas a cubrir, sería 
de difícil o imposible cumplimiento. 

La enmienda número 79 -y permítanme la rapidez en 
aras a la brevedad y a la hora avanzada en que nos en- 
contramos- tampoco la estimamos aceptable, puesto que 
aumentar el plazo de presentación de solicitudes supon- 
dría un necesario retraso en la provisión de puestos de tra- 
bajo, porque en atención a los actuales medios de comu- 
nicación, el plazo de quince días es suficiente para garan- 
tizar su conocimiento a todos los posibles interesados. 

La enmienda número 80 tampoco se puede tomar en 
consideración, puesto que la mera posesión de los requi- 
sitos establecidos en las relaciones de puestos de trabajo 
no garantiza la provisión de los mismos por el personal 
más id6neo. Ciertamente tengo que decir que no estamos 
cerrados a considerar esta enmienda en el trámite del Se- 
nado, aunque debo repetir que debe establecerse la pre- 
visión de que determinados puestos puedan declararse, 
por intereses de la propia Administración, vacantes las 
plazas convocadas. Supongo (la práctica lo viene demos- 
trando, señorías) que este supuesto tendría meramente 
carácter excepcional y que sería únicamente aplicable a 
los puestos que por su especial contenido así lo re- 
quiriesen. 

Con respecto al artículo 20, número 1 ,  letra d), hay otra 
serie de enmiendas, como la número 105. Con relación a 
esta enmienda de Minoría Catalana, la provisión de pues- 
tos de trabajo con carácter temporal se encuentra regu- 
lada en la Ley de Funcionarios Civiles, de 7 de febrero de 
1964, bajo el concepto de comisión de servicios. Lo que es- 
tamos regulando en este concepto del proyecto es que 
deba suponer el traslado definitivo. De lo contrario, su in- 
clusión en este proyecto carecería de virtualidad. Este 
presupuesto atiende a la ineludible situacibn en que pue- 
de encontrarse la Administración a la hora de fijar con 
claridad las necesidades en la determinación de los pues- 
tos de trabajo y del personal funcionario que debe cu- 
brirlas. 

La enmienda número 129 pretende facilitar en todo mo- 
mento el mejor funcionamiento de los servicios, dotando 
de personal a aquellas unidades que por el volumen y ur- 
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gcncia -es lo quc: dice el proycct- de traba,io cncomcii- 
dado así lo rcquici-an, s in  que ello suponga en ningún caso 
merma alguna -que puede ser sul>jctiva, n o  lo d i s c u t c t .  
tanto para los intereses profesionales de los luncioiiarios 
como para su retribución y 1-csidcncia. 

Nos parece importante contestar la enmienda 130 por- 
que su aceptación, Señoras y señores Diputados, aiiquilo- 
saría de forma sustantiva la posibilidad de clisti.ibiición 
de efectivos en los ámbitos de conipctcncia de los gober- 
nadorcs civiles y de los clclcgados del Gobierno, que tra- 
dicionalmente -no hav que olvidarlo- cuentan con cs- 
cascz de efectivos y ,  en corisccucncin, con la inipcriosa iie- 

ccsidad de distribuir los mismos con un iiiíniino de 
flexibilidad. 

Con respecto a la letra e )  de este artículo 20.1, no po- 
demos considerar la ciiiiiiciida 37, puesto que la remoción 
prevista en la norma enniendada no tiene rclricióii algu- 
na -queda meridiananicntc claro cii el proyecto de ley- 
con la comisión de faltas adniinislraiivns que  pucdari da r  
ocasión a la incoación de expediente cliscipliiiario, 

De igual suerte, la enmienda número 63 del Grupo Li- 
bcral propone la supresión de esta disposición, lo que pci- 
mitiria la permanencia en puestos de ti-aba,jo dc pci-sonal 
que ha perdido la idoncidad iieccsaria para su dcsciiipc- 
no, sin que en ningún caso dicha liilta de adccuacióii obe- 
dezca a actuaciones que const i tuyen faltas disciplinariiis. 

Más interth, si cabe, tiene la explicación que  el sci i~i .  
De la Vallina, permítame que se lo discuta, nos ha dado 
a la enmienda 132 relativa a este mismo apartado. Sciior 
De la Vallina, la garantía mínima de periiiaiicncia cm 10s 
puestos de trabajo establecida con carácter gcrieral c w  la 
legislación implica que el mcro cambio de las relaciones 
de puestos de trabajo no supone automáticamciitc el cese 
de los luiicioiiarios aíectados, por lo que dicho argunicn- 
to no .justifica la propuesta de supresión de la noima. 

üstctl hacia cspccial incidencia en la falta de garantías 
a la hora de abrir la legitimación para establecer los 
corrcspondicntcs I~I:L'LI~SOS contra la resolución motivada 
que se contempla cn este precepto para poder remover a 
un luncionario por c a u ~ a s  sobrevenidas. Eso, señor De la 
Vallina, supone olvidar lo que establece e1 artículo 28, nú- 
mero 1 ,  de la Ley de la jurisdicción de lo contcncioso-ad- 
niinistrativo, que dc,tcrniiiia que quien tuvicrc iritcr6s di- 
recto cii ello está legitimado pcrlcctanicntc para entablar 
los oportunos recursos contra esas disposiciorics. Por tan-  
to, hay una disposición que debe ser motivada \ q w  abre 
pcrlectamcntc la v ía  de los rccu~~sos oporturios contra la 
misma. 

La enmienda 175 no supone iiiriguiia iiicjora en la nor- 
ma, dado que toda rcsolucióii que IiTInitii dcrcclios sub,jc- 
tivos debe ser motivada de acuerdo con la exigencia es- 
tablecida al electo en  la Ley de Proccdiniiciito Adini- 
nis t ra t i vo. 

Por último, al articulo 20.1) cxistcii algunas cnriiicnclas. 
No aceptarnos la número 38, en coherencia con la coiitcs- 
tación a una enmienda aiitcrior. Eii la 64, del Grupo Li- 
beral, es importante el planteamiento que rca1iza:Sin cni- 
bargo, n o  está entcrainentc justil'icado. Consideramos que 
el principio constitucional de protección a la íamiliu debe 
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intcprctarsc en coherencia con el principio, asimismo, 
constitucional, de igualdad. En este sentido, quiero seña- 
lar que incluso la sentencia de la Sala Tercera del Tribu- 
nal Supremo, de 1 1  de junio de 1986 -muy reciente, por 
cierto-, anuló como méritos puntuablcs para la provi- 
sión de puestos de trabajo el hecho de la residencia del 
cónyuge en la misma localidad. 

Obvio el resto de las enmiendas a cstc artículo y si aca- 
so en la coiitrarrcplica daría contestación a las mismas. 

Por último, la enmienda 179 propone un apartado 20.1, 
g) nuevo, que propone una adición y n o  modificación del 
articulado incluido en el proyecto. podría considerarse in- 
cluso como una proposición de ley. No obstante, no va- 
mos a aceptarla en atención a que su contenido es de una 
naturaleza reglamentaria incohcrciitc con el  resto del ar- 
tículo en el que n o  se alude, en ningún momento, a los ór- 
ganos competentes para clcctuar las convocatorias de los 

Me resta,  señoras y señores Diputados -perdonen la cx- 
tensión de mi iiitcrvciición, que supongo cansina por los 
niuiniullos que escucho-, ofrecer una serie de cnmicn- 
das transaccionalcs a cstc artículo 20.1,;: primera de ellas, 
que paso a Icci., es con respecto a la 78 del Grupo Parla- 
mentario del CDS, dcli*ndida por el scnor Záratc. Propo- 
iiciiios la siguiente redacción, que pasatl posteriormente 
a la Mesa: En la Administración del Estado, sus organis- 
rnos autóiioiiios -puesto que clcctivanicntc conviene 
trasladar ;i los mismos los criterios generales de dctcrmi- 
nacibn clc puestos de trabajo-, así como en las entidades 
gcstoras v servicios c~ inur i c s  de la Seguridad Social, sólo 
podrán cubrirse por este sistcnia los puestos de Subdircc- 
íor General, Delegados v Directores Regionales o Proviii- 
zialcs, secretarías de altos cargos, a s í  como aquellos otros 
d e  carácter directivo o especial responsabilidad para los 
que así se determine en  las relaciones de puestos de 
irabiijo. 

Proponemos otra ciiniicnda transaccional que tiene que 
ver con tres enmiendas defendidas por SS. SS. y a las que 
no he dado contestación: La primera de ellas, la 36, del 
Grupo de la Dcniocracia Cristiana; la segunda, la 102, de 
Minoría Catalana; v la tercera, la 128, de Coalición 
Popular . 

En síntesis, el apartado c) dcl artículo 20.1 quedaría rc- 
h c t a d o  del siguiente modo: «Las convocatorias para pro- 
t'ccr puestos dc trabajo por concurso o por libre dcsigna- 
Lióii, así conio sus corrcspondicntcs resoluciones» -aten- 
diendo a la enmienda 36 de la Democracia Cristiana-, 
!(dcbcrári hacerse públicas en los Bolctincs» o -atendien- 
.lo a la enmienda 102 de Minoría Catalana- ((Diarios Ofi- 
:¡ales respectivos por la autoridad competente para cfcc- 
tuar los nombramientos. La convocatoria indicará la dc- 
iioniinaciun, nivel y localización del pucsto, así corno los 
xquisitos exigidos a los funcionarios que aspiren a de- 
;empeñarlos, y concederá un plazo no iní'erior a quince 
lías hábiles)) -atendiendo a la enmienda 128 de Coali- 
:ión Popular- ((para la presentación de solicitudes,). Paso. 
imbas enmiendas transaccionales a la Mesa para su 
:onsidcracióri. 

concursos. 
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_ _ ~  
El señor PRESIDENTE: Para un  turno de réplica y con- 

testar en función de las enmiendas transaccionales, el se- 
ñor Núñez tiene la palabra. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Señor Presidente, siento que 
sean las dos de la tarde, pero no puedo eludir el turno de 
réplica. Si al señor Presidente le parece bien, podemos in- 
terrumpir aquí la sesión. 

El señor PRESIDENTE: Señor Núñez, esta Presidencia 
preferiría terminar este artículo para poder seguir maña- 
na más ordenadamente. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Señor Caldera, usted ha di- 
cho en su intervención (que ha sido muy fatigosa) que te- 
nía que contestar a muchas enmiendas. El tema es cru- 
cial y ha habido una asfixia de toda, absolutamente toda 
la oposición, en contra de lo que ustedes proponen. Ha sa- 
lido airoso de la prueba, pero a mí no me ha convencido 
más que la enmienda transaccional que ha ofrecido para 
aceptar la mía. 

En todo caso al principio de su intervención, dijo que 
este proyecto de ley, concretamente, redacción del nuevo 
artículo 20, supone un notable avance de la ley 3011984. 

¿Sabe usted lo que está diciendo con eso? Que el ar- 
tículo 20 no era un artículo avanzado, que era un artícu- 
lo al que algunos han achacado intenciones perversas; 
pero yo no voy a llegar a tanto: era un artículo evidente- 
mente retrógrado, desde luego no avanzado, y eso lo ha 
reconocido usted. Fíjese cómo será que lo han maquilla- 
do ustedes sin que les obligue a hacerlo el Tribunal Cons- 
titucional, (por qué será? 

Con respecto a una enmienda mía dice que establece- 
rán normas reglamentarias que velarán por la objetivi- 
dad en la consideración de grado dentro del concurso de 
méritos. No le he entendido bien. Mire usted, normas re- 
glamentarias de ustedes a mí no me garantizan absoluta- 
mente nada, porque ustedes de una excepción hicieron 
una regla general, y no venía en un reglamento, venía en 
una ley la aplicación del concurso de méritos y de la li- 
bre designación. Luego nos dice usted que no se puede su- 
bir de niveles más que de dos en dos ..., toda esa historia. 
No nos' lo creemos. Ustedes, para hacer eso con todo ri- 
gor, tenían que haber publicado a su debido tiempo las 
relaciones de puestos de trabajo que hubieran puesto un 
poco en orden la situación. Pero el Gobierno, y concreta- 
mente el Ministro para las Administraciones Públicas, se- 
ñor Almunia, tiene un reguero de preguntas, que por cier- 
to no contesta, sobre los datos y cifras que se le piden 
para aclarar y saber cuál es el estado de la cuestión. El 
señor Ollero tiene un montón de preguntas todavía sin 
contestar, a las que, por cierto, el señor Ministro se ha per- 
mitido el lujo de decir que no contestará por escrito, sino 
que se inventa un trámite y dice que ya contestará en esta 
Comisión. No sé cuándo, señor Presidente, pero esta es 
una cuestión al margen. Tengo aquí la pregunta y se la 
puedo facilitar, señor Presidente, para que nos explique 
esta modificación del Reglamento del Congreso sin que 

los Diputados que pertenecemos al mismo hayamos sabi- 
do nada al respecto. 

El señor PRESIDENTE: Señor Núñez, lo único que le 
puedo decir es que en esta Comisión, por lo menos antes 
de empezar la misma, no ha entrado ningún tipo de 
pregunta. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Si no tenía que entrar, señor 
Presidente. Lo que le dice el señor Ministro al señor Olle- 
ro cuando éste le pide datos y cifras sobre el estado de 
esta cuestión es que ya le contestará en Comisión, y es 
una pregunta por escrito. (El senor Ollero Ttissara pro- 
nuncia palabras que no se perciben.) 

El señor PRESIDENTE: Señor Ollero, por favor. 
Señor Núñez, continúe. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Señor Presidente, voy a ver 
si me centro en la cuestión. 

Por tanto, de reglamentos, nada. Admitan ustedes las 
enmiendas que tratan de que este artículo 20 tenga una 
aceptación y unas garantías mayores de las que tiene en 
la actual redacción. 

Volviendo a lo primero, recuerdo unas palabras de don 
Manuel Azaña, pronunciadas hace más de 50 años. Decía 
que España arrastraba dos problemas de fondo que difi- 
cultaban la vida pública: una Administración que ni en 
cantidad ni en calidad corresponde a la técnica moderna 
y la flojedad de los distintos colectivos. Hoy teníamos una 
ocasión, por lo menos en este punto, al que tan sensibles 
son los funcionarios, de darles una respuesta más avan- 
zada. El Tribunal Constitucional sí que nos deja las ma- 
nos libres; ustedes se han salido del corsé del Tribunal 
Constitucional, y me parece muy bien, pero para hacer 
simplemente un maquillaje no merecía la pena; podían 
haber dejado las cosas como estaban. 

Despues de aprobada la Constitución de 1978 y después 
de las dos mayorías absolutas que ustedes han consegui- 
do legítimamente en las úI timas elecciones generales, te- 
nían que haber cambiado profundamente la Administra- 
ción y no cambiar solamente las esferas altas e interme- 
dias del aparato burocrático y asegurar así al Gobierno 
el control ideológico de todos lo centros de decisión. Ya 
sé que estas frases ustedes no las admiten, y hacen bien, 
ustedes se defienden y determinados adjetivos les duelen; 
me parece normal, pero mire usted, estamos en una si- 
tuación en la que los funcionarios y los ciudadanos se pre- 
guntan por la utilización de estas competencias excesivas 
por parte del Gobierno. 

El señor Mitterrand, cuando en 1981 los socialistas 
franceses ganaron las elecciones, les dijo sencillamente 
que al Partido Socialista le quedaba todavía mucho que 
hacer para penetrar en el Estado. Yo le animo vivamente 
a ello y creo que ustedes lo han hecho bastante mejor que 
lo hicieron los socialistas franceses. En 1988, Mitterrand 
acusaba al primer Ministro de todo lo contrario. 

Mire usted, para que este follón no se produzca y esta- 
blezcamos un porcentaje alto de credibilidad en los ciu- 
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dadanos tanto del Poder legislativo como del Gobierno, 
hagamos una ley que nos garantice la neutralidad del Go- 
bierno en estas acciones. Este principio de neutralidad po- 
lítica de la Administración y la neutralidad aministrati- 
va del Gobierno es la que inspira nada menos que el ar- 
tículo 103 de nuestra Constitución, y el artículo 20 está ín- 
timamente ligado a esta cuestión. Si no tenemos un esta- 
tuto de la Función Pública donde esto se regule con rigor 
y precisión, por lo menos maquillemos el artículo 20 de 
manera que sea creíble, que genere confianza, que le dé 
a la Función Pública un hálito de vida para creer que los 
gobiernos que se sucedan no van a utilizar a los funcio- 
narios. Si la Administración Pública sirve con objetividad 
los intereses generales -y ahí está la clave de la neutra- 
lidad política que se le exige a la Administración- al re- 
gular por ley el estatuto de los funcionarios públicos, o 
por lo menos esta parte del estatuto de los funcionarios 
públicos que es el artículo 20, se establecerá el sistema de 
incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad 
en el ejercicio de sus funciones. 

Recuerdo a Garrido Falla cuando dice que en 1945, 
cuando el Gobierno laborista inglés subió al poder, se en- 
contró con una clase administrativa procedente de las 
universidades más conservadoras. La gran preocupación 
era si estos funcionarios responderían a una política que 
no era la tradicional del país en muchos campos. Efecti- 
vamente, la «administrative classn salió absolutamente 
fortalecida por la prueba. La administración burocrática 
inglesa demostró ser exactamente eso, una institución que 
actuaba con eficacia indiferente. 

Bien, estamos todavía a tiempo. Acepten ustedes sirn- 
plemente alguna de las enmiendas que otros grupos han 
presentado, no me importa que sean las de nuestra Agru- 
pación, hay otras de otros grupos que asumiré y votaré 
sin ningún tipo de inconveniente ni reserva. Acéptenlas, 
no maquillen el artículo20, sino modifiquenlo, y verán 
ustedes cómo habremos dado un paso muy avanzado en 
este sentido. 

El señor PRESIDENTE: Señor Núñez, todavía no ha 
contestado a esta Presidencia sobre la enmienda transac- 
cional a su enmienda 36. 

El señor NUNEZ PEREZ: Tiene usted razón, el entu- 
siasmo es enemigo de la frialdad excesiva, y este tema, a 
todos los que estamos aquí, porque nos hemos dedicado 
a estos temas durante muchos años en esta Legislatura, 
nos preocupa en serio, y cualquier observación, lo digo de 
antemano, que me hagan desde el Grupo Parlamentario 
Socialista, la acepto de buen grado porque sé que lo ha- 
cen también con esta misma buena intención de acertar. 

Volviendo a las enmiendas transaccionales, acepto la 
enmienda transaccional que nos propone el Grupo Parla- 
mentario Socialista y retiro la enmienda número 36. 

El señor PRESIDENTE: Por el CDS tiene la palabra el 
señor De Zárate. 

El senor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: Señor 

Presidente, aceptamos la enmienda transaccional a nues- 
tra enmienda número 78, aunque no conseguí entender 
muy bien la suerte que iba a correr nuestra enmienda nú- 
mero 80, porque en el trámite de Ponencia parecía que 
iba a dar lugar a una trancaccional tanto la 80 como la 82, 
y me pareció entender, señor Caldera, que prefería dejar- 
la para el Senado. Me gustaría que me lo precisara, si es 
tan amable. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Santos. 

El señor SANTOS MINON: Señor Presidente, quiero 
insistir en que el señor Caldera ha pasado por nuestra en- 
mienda número77 de puntillas, s in  mencionarla, y por 
tanto, no sabemos qué postura se va a adoptar al respec- 
to. Aquí fijamos un criterio para determinar más clara- 
mente que aquellos cargos directivos o de especial res- 
ponsabilidad deben tener una cierta cualificación, un ni- 
vel determinado, para impedir ese exceso de discreciona- 
lidad que en caso contrario se daría para los puestos de 
libre designación. 

En cuanto a la enmienda número 79, relativa a la am- 
pliación del plazo a un mes, insistimos en su convenien- 
cia. No sería casi necesario recordar la mala situación en 
que se encuentran en estos momentos las comunicacio- 
nes, sobre todo si nos referimos a las regiones espanolas 
más alejadas, como Canarias. La correspondencia tarda 
del orden de quince días, y en muchas ocasiones más, en 
llegar a las islas. Con ese sentido, es lógico que funciona- 
rios que pretendiesen concurrir no tuvieran oportunidad. 
iPor qué, en vez de acortar el plazo, aunque sea con la am- 
pliación que se ha dado de los quince días hábiles, no se 
extiende a un mes y no se pone limitación al plazo cn que 
la Administración debe resolver los concursos? ¿Por qué 
no se limita ahí? En ese caso, no habría problemas en cu- 
brir las vacantes con el tiempo suficiente. Por otro lado, 
hasta incluso podría ser contradictorio con el párrafo si- 
guiente, que es al que hemos presentado la enmienda nú- 
mero 80. Por un lado, se teme la tardanza en cubrir las va- 
cantes y, por otro, se dice que es conveniente que algunas 
plazas queden vacantes. ¿Cómo se admite eso? Da la sen- 
sación de que es una clara contradiccion, incluso con el 
propio contenido del proyecto, donde si se indica que to- 
das las condiciones que se exigen están recogidas en las 
convocatorias y ,  por lógica, solamente los funcionarios 
que las reúnen son los que pueden concurrir, también por 
lógica esas plazas deberán ser todas adjudicadas por el or- 
den de puntuación, incluso teniendo en cuenta siempre la 
preferencia manifestada por cada uno de los funcionarios 
zoncurrentes. 

El señor PRESIDENTE: La señora Cuenca tiene la 
Dalabra. 

La senora CUENCA I VALERO: En primer lugar, quie- 
ro manifestar que mi Grupo Parlamentario acepta la en- 
mienda transaccional propuesta por el Grupo Socialista. 

Aunque voy a ser muy breve, sí quiero referirme a dos 
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enmiendas presentadas por Minoría Catalana, la 101 
y 105, que son de una gran importancia y sobre las que, 
de ninguna manera, ha satisfecho la respuesta del Porta- 
voz socialista. 

Creo que el señor Caldera ha hecho un gran esfuerzo, 
porque tiene que responder a un sinfín de enmiendas y ex- 
plicaciones de los distintos grupos parlamentarios, pero 
lo ha hecho antes de esta Comisión, en absoluto en ella. 
En lo que se refiere a las enmiendas 101 y 105, ni ha es- 
cuchado los argumentos que he expuesto ni ha respondi- 
do. Quiero matizarle algunos aspectos, porque la respues- 
ta que me ha dado en absoluto ha correspondido a lo que 
he dicho. 

Sobre la enmienda 101 me hubiera considerado satis- 
fecha, e incluso la hubiera retirado, si me hubiera dado 
alguna respuesta en elsentido de que el Gobierno no pien- 
sa generalizar la libre designación por cargos calificados 
de especial responsabilidad en las relaciones de puestos 
de trabajo. No me ha dicho nada, únicamente que lo ha- 
cen muy bien, por lo que tengo que manifestar que en al- 
gunos Ministerios que conozco más del 10 por ciento son 
cargos de especial respmsabilidad en la relación de pues- 
tos de trabajo, porcentaje que me parece excesivo. Cree- 
mos que esto es una violación de las sentencias del Tri- 
bunal Constitucional y de lo que creo que debe inspirar 
el acceso a puestos de trabajo en la Administración pú- 
blica, cuales son los principios de mérito y capacidad. 

Sobre la enmienda 105, para ser breve, dada la hora 
que es, he de decir que tampoco me ha escuchado, puesto 
que mi Grupo Parlamentario no será el que ponga exce- 
sivos corsés o el que entorpezca el funcionamiento de la 
Administración. Creemos que ésta tiene ineludibles nece- 
sidades, por emplear su misma expresión, para las que ne- 
cesita adscribir a funcionarios de un puesto de trabajo a 
otro. Mi Grupo Parlamentario ha presentado una enmien- 
da muy sensata, con lo cual no quiero decir que no lo sean 
las de los otros grupos parlamentarios, pero que, en todo 
caso, eran maximalistas, puesto que suprimían el aparta- 
do y mi Grupo Parlamentario simplemente añadía que 
cuando se dé la adscripción de un funcionario de un pues- 
to a otro de trabajo por la autoridad a quien correspon- 
da, esta adscripción fuera con carácter temporal. En nin- 
gún momento he hablado de una adscripción definitiva 
- e s t o  sería violar, dentro de la ley, la misma ley-, sino 
con carácter temporal, puesto que implica, sobre todo, la 
seguridad de que cualquier plazo que exceda, por ejem- 
plo, de cinco años, se considerará un abuso. 

El señor PRESIDENTE: Por Coalición Popular, el se- 
ñor De la Vallina tiene la palabra. 

El señor DE LA VALLINA VELARDE: Intentaré ser 
breve. 

Lamentablemente, no hemos conseguido nada y cierta- 
mente se trata de un tema importante. Está en juego, 
como se ha puesto de manifiesto, la concepción institu- 
cional de la Administración pública, su neutralidad, el 
principio de mérito y capacidad. 

Comprendo que el poder se resista a la sumisión al De- 

recho. Comprendo que el poder quiera tener las manos li- 
bres en esta materia de la función pública, pero cierta- 
mente, si no hacemos un esfuerzo entre todos por una vi- 
sión de Estado, por construir un modelo de función pú- 
blica al margen de la arbitrariedad del poder de turno, 
mucho me temo que estaremos introduciendo un elemen- 
to vicioso en la Administración, de la cual el interés ge- 
neral se va a resentir, sea quien sea el partido que osten- 
te el poder en un momento determinado. 

Efectivamente, este artículo 20 es un paso atrás, no me 
atrevo a decir lo que dice el señor Nútiez, que se ha avan- 
zado, puesto que no se ha avanzado nada; se ha ido hacia 
atrás, es un paso atrás que, como dije en mi primera in- 
tervención y no voy a insistir en ello, puede incidir en su- 
puestos de inconstitucionalidad. 

El concurso, en el sistema que hasta ahora estaba vi- 
gente, suponía que el funcionario -por eso el Gobierno 
no utilizó el concurse+ no podía ser removido más que 
a través del procedimiento de remoción disciplinaria o 
por supresión del puesto de trabajo, quedando en la si- 
tuación correspondiente de excedencia forzosa. Ahora, el 
concurso no va a existir, porque con la fórmula que se ar- 
bitra en este proyecto, el Gobierno puede libremente re- 
mover a un funcionario; es igual el concurso que la libre 
designación. Y no me diga que el artículo 28 de la Ley Ju- 
risdiccional confiere legitimación para recurrir. Lo que 
sucede es que no hay garantías, porque es discrecional de 
la Administración modificar una coma en las caracterís- 
ticas del puesto de trabajo para que se entienda removi- 
do, si la Administración quiere. Es cierto lo que decía el 
señor Caldera: una modificación en el puesto de trabajo 
no supone la remoción. No supone más que la remoción 
si la Administración lo quiere. Y lo querrá cuando el fun- 
cionario le resulte, por el motivo que sea, molesto, que 
puede ser precisamente por la probidad en el ejercicio de 
la función pública. 

Eso con carácter general. No voy a insistir más en to- 
dos estos temas, porque creo que los funcionarios tienen 
un concepto muy claro de lo que supuso la Ley de Medi- 
das, tienen también un concepto muy claro de lo que su- 
pone este proyecto en relación con la provisión de pues- 
tos de trabajo. El uso y abuso de la Ley de Medidas en 
este punto es evidente y no hay por qué insistir en ello. 

En cuanto a la oferta de enmienda transaccional, ya lo 
dije en mi primera intervención, no haga mayor hincapié 
en el tema de si los quince días son naturales o hábiles, 
pero en línea con la propuesta transaccional del Grupo 
Socialista me inclinaría por suprimir lo de hábil. Diga- 
mos quince días, sin más. En el régimen procedimental 
general, cuando no se dice nada, se entiende que los días 
son hábiles. Es verdad que mañana puede cambiar la Ley 
de Procedimiento y puede entenderse que cuando no se 
dice nada de los días, se entienda que son naturales. Por 
eso entiendo -y ése era el sentido de mi enmienda- que 
se debe decir simplemente quince días, que se entienden 
hábiles hoy por hoy, mientras la Ley de Procedimiento no 
cambie. Lo digo por si le parece oportuno recogerlo al 
Grupo Socialista en la transaccional. 



Por mi parte, senor Presidente, en atención a la hora, 
nada más. 

El señor PRESIDENTE: Salvo que la contestación del 
Grupo Socialista modifique algún tema relativo a en- 
miendas transaccionales, entiendo que retira sus en- 
miendas. 

El señor DE LA VALLINA VELARDE: En cualquier 
caso, señor Presidente, retiro la 128, sea cual sea la pro- 
puesta que el Grupo Socialista haga en relación con este 
punto. 

El señor PRESIDENTE: El scnor Espasa tiene la pa- 
labra. 

El señor ESPASA OLIVER: Simplemente voy a inter- 
venir para constatar que, e n  el imb i to  dc la respuesta cs- 
trictamente política, el señor Caldera no nos ha obsequia- 
do hoy con sus habilidades dialtiticas. 

Los dos puntos nucleares de la discrepancia entre los 
distintos Grupos de la oposición y el Socialista, versan so- 
bre el último inciso del apartado b) del artículo 20, es de- 
cir, la posibilidad de que la Administración, cuando así 
lo decida e n  las relaciones de puestos de trabajo pueda 
ampliar la libre designación, con lo cual esta se tasa, pero 
inmediatamente después queda a la voluntad de la Admi- 
nistración a travbs de la confección de los puestos de tra- 
bajo. Y la remoción está designada en la ley pero no cstá 
legislada, n o  está tasada. 

Simplemente se dice que podrá existir esta remoción 
cuando en las relaciones de puestos dc trabajo concurran 
ciertas circunstancias y ya hemos criticado cuál es el me- 
canismo y la jerarquía normativa que preside esta clabo- 
ración y aprobación de puestos de trabajo o de su posible 
remoción. Los. dos argumentos nuclcarcs, políticos cen- 
trales están ahí. Ahí no ha habido respuesta y ,  por lo tan- 
to, esto nos obliga a mantenernos cn los mismos criterios 
políticos que justifican el mantenimiento de las enmicn- 
das. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el senor 
Caldera. 

El señor CALDERA SANCHEZ-CAPITAN: Con suma 
brevedad, señor Presidente. En primer lugar para ratifi- 
carme en todos los argumentos que antes pormenoriza- 
damente me vi obligado a efectuar, dicicndolc a la scno- 
ra Cuenca que comprenda que es muy difícil y que tengo 
que traer minímamente preparado, de antemano, una rcs- 
puesta a tantas y tan prolijas enmiendas como las que se 
iban a discutir conjuntamente a este artículo. 

Comenzando por el final, agradezco al senor Espasa que 
valore mi capacidad dialéctica. En todo caso usted sabe 
que no todos los días se levanta uno con el mismo pie y 
que, dependiendo de la materia que se discuta, hay nia- 
yores o menores posibilidades de exhibir esa capacidad 
dialéctica, En todo caso en los dos puntos a los que él ha 
hecho referencia -al igual que otra de SS. SS.- en el tur- 
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no de ri.plica, me rctrottaería al viejo aforismo, aunque 
si. que va a levantar sonrisas en SS. SS., de que por sus 
hechos los conoceréis. 

En cualquier caso, es cierto que el procedimiento de re- 
moción, establecido en el artíclo 20 letra e), lo entende- 
mos como derivado de una necesidad objetiva e ineludi- 
ble por parte de la Administración pública -y tambikn 
contesto a s í  al señor De la Vallina- para que, mediante 
un  procedimiento que establezca las oportunas garantías 
-v se lo digo al setior De la Vallina- por esa discrecio- 
nalidad, que lo es simplemente en el procedimiento, nun- 
ca pueda quedar anulada la capacidad y la legitimidad 
para la interposición dc cualquier tipo de recurso por el 
luncionario que se vea removido; porque cuando decía 
que a nosotros nos parece un notable avance y hacía esa 
referencia nic refería tambikn a este punto; es absoluta- 
mente imprescindible quc la Administración pueda ope- 
rar con u n a  serie de tecnicas modernas que se van aco- 
mociando cada vez mris a las d e ~  Aiundo de Ia empresa pri- 
vada, en donde la falta de capacidad, que nunca compor- 
tará inhibición y,  por tanto, nunca podrá ser este proce- 
dimiento utilizado con carácter disciplinario, pueda uti- 
lizarse, con esas debidas garantías, para que la Adminis- 
tración pueda cubrir realmente las neccsidadcs que tiene. 

Respecto al resto de las enmiendas, señora Cuenca, 
cuando al referirse a la número 105 usted hablaba de la 
adscripción temporal, yo  le contestaba qc ese mecanismo 
va está articulado en la Ley de 1Y64 y que, por tanto, su 
enmienda carecía, en nuestra opinión, de virtualidad, por- 
que para ese viaje n o  se necesitaban estas alforjas. Si ya 
cstá previsto ese mccanismo en la actual legislación, no 
tendríamos por qui. establecerlo en esta ley. De lo que se 
trata es  de una adscripción no temporal, que bien puede 
ser definitiva, con la garantía de que no cntrañe cambio 
de localidad y ,  por supuesto, con el mantenimiento del ni- 
vel retributivo para adoptarlo a las necesidades de la 
Administración. 

Imagino que cualquiera de SS. SS. que conoce la Ad- 
ministración, en este supuesto nos referimos a la Admi- 
nistración pcrilcrica del Estado, sabe perfectamentc que 
en algunos órganos de esta Administración sobran fuiicio- 
narios y, en otros, faltan y que los mecanismos de movi- 
lidad establecidos en la Ley 30 quizá no han sido sul'icicn- 
tcs, y lo reconocemos, para poder articular un  sistema quc 
permita atender todas las necesidades de la Adniinis- 
tración. 

Con rcspccto a las enmiendas del Grupo del CDS, sc- 
ñor De Záratc, efectivamente las números 80 y 82 de nio- 
mentono las contemplamos, pero vamos a seguir rcflcxio- 
nando sobre ellas. 

La número 77,  scnor Santos, creo que la contestc uun- 
que quizá, debido a la rapidez con que me vi  obligado a 
hacerlo, usted no puso mucha atención en la contestación, 
pero repito que lo he hecho. 

Con i-cspecto al resto de las intervenciones, espccial- 
mente a la del señor Núnez, siempre es agradable escu- 
charle con esa enorme capacidad que tiene, casi nos ha re- 
pasado la historia europea y, desde luego, yo me congra- 
tulo de haber podido recibir una teórica de esa magnitud. 
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Ahora bien, señor Núñez, su grado de incredulidad es cosa 
suya y pertenece a la esfera subjetiva de su patrimonio. 

Permítaseme al menos decir que cuando yo hablaba de 
que este artículo suponía un avance sobre la Ley 30 esta- 
ba reconociendo, como también lo ha hecho el señor Mi- 
nistro para las Administraciones Púbicas, que la utiliza- 
ción del sistema de libre designación que articulaba la 
Ley 30184 se ha utilizado quizá de un modo desviado, y 
no tenemos ningún inconveniente en reconocerlo desde el 
Grupo Parlamentario Socialista. Este artículo que discu- 
timos nos parece que introduce las garantías suficientes, 
como afirmaba el señor Ministro en la presentación de 
este proyecto de ley, paraque cerca de un 97 por ciento 
de los puestos a cubrir en el scno de la Administración 
del Estado se hagan por el procedimiento de concurso y 
no por el de libre designación. De ahí que si existe - c o m o  
es discutido por algunos señores Diputados en esta Comi- 
sión- una posibilidad de que puestos de carácter direc- 
tivo de especial responsabilidad se determinen en la re- 
lación de puestos de trabajo, creo que el propio enuncia- 
do del término aclara perfectamente la longitud del mis- 
mo. Son puestos de carácter directivo o de especial res- 
ponsabilidad. Si aquí se pretendiera -también contcs- 
tando al señor Núñez- ir hacia atrás o plantear una po- 
lítica regresiva, después del reconocimiento que le he he- 
cho de que la utilización del sistema de libre designacióii 
debe cortarse en seco y se está haciendo yas jcómo po- 
dríamos entender que a partir de esta ley íbamos a ir aún 
más atrás? 

Creo, señorías, que el más elemental principio de cohe- 
rencia debe suponer que esto es un avance, que nosotros 
pretendemos articular esas demandas de los funcionarios 
a que hacía referencia el señor Núñcz, y que crccmos que 
éste es el instrumento adecuado. En todo caso, repito. el 
tiempo y el desarrollo reglamentario lo dirán y ,  por su- 
puesto, para responder de kI# como Grupo Parlamentario 
que sostiene al Gobierno, estamos a su entera disposición. 

El señor PRESIDENTE: Vamos il prqcedcr a las vota- 
ciones de las distintas enmiendas. 

En primer lugar, vamos a votar las enmiendas transac- 
cionales, concretamente la presentada a las enmiendas 
números 36, 102 y 128, por un lado, forniuladas por la Dc- 
mocracia Cristiana, Minoría Catalana y Coalición Popu- 
lar y ,  por otro lado, la enmienda transaccional prcsenta- 
da a la enmienda número 78 del CDS. 

En primer lugar votaremos la primera dc las enmien- 
das citadas, es decir la transaccional a las cnmicndas 36, 
102 y 128 de los Grupos antes mencionados. 

El señor CALDERA SANCHEZ-CAPITAN: Perdón, sc- 
ñor Presidente. El Grupo Socialista no  tiene inconvenien- 
te en elimiar el termino de «hábiles), y que termine en 
«días., como pedia el señor De la Vallina. Es decir, la en- 
mienda transaccional en lugar de terminar en <<días há- 
biles)), que termine simplemente en «días», en 15 días. 

El señor PRESIDENTE: iExiste algún inconveniente 
por parte de alguno de los otros Grupos? (Pausa.) 

En cualquier caso, supongo que no hay ningún incon- 
veniente para que se sometan a votación las enmiendas 
transaccionales. 

Por consiguiente, suprimiendo del texto de la enmien- 
da transaccional, ya conocido por todos, la palabra «há- 
biles», pasamos a votar dicha primera enmienda transac- 
cional que he citado. 

Efectuada la votación, fue aprobada por unanimidad. 

El senor PRESIDENTE: Se aprucba la enmienda tran- 
saccional. 

Votamos a continuación la enmienda transaccional prc- 
sentada a la enmienda número 78 del CDS, que ha sido 
retirada previamente por dicho Grupo. 

Efectuada la votación, fue aprobada por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Se admite la enmienda tran- 
saccional indicada anteriormente. 

Pasamos a votar las enmiendas de los distintos grupos 
al artículo 20, del artículo primero del proyecto de Icy. 

Del Grupo Vasco queda viva la enmienda númcro5, 
puesto que las números 6, 7 y 9 han sido retiradas para 
dar paso a la enmienda transaccional citada al principio 
de la sesión. 

Votamos la enmienda números, del Grupo Vasco. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, siete: en contra, 18: abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votamos las enmiendas de la Agrupación de la Dcmo- 

zracia Cristiana números 33, 34, 35, 37 y 38. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 10; en contra, 17. 

El senor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos las enmicndas del CDS, números 75, 76, 77, 

79, 80 y 82. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, nueve: en contra, 17; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votamos las enmiendas de Minoría Catalana núme- 
miendas del CDS citadas anteriormente. 

+os 100. 101, 103 v 105. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 10: en contra, 17. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos las cnmicndas presentadas por el Grupo de 

zoalición Popular números 126, 127 y de la 129 a la 133, 
imbas inclusivc. 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, nueve; en contra, 17; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas de Coalición Popular citadas anteriormente. 

Votamos la enmienda 163 presentada por el señor Mar- 
dones, del Grupo Mixto. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, cuatro; en contra, 17; abstenciones, siete. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmien- 
da número 163 del señor Mardones. 

Sometemos a votación las enmiendas números 172 a la 
180, ambas inclusive, presentadas por la Agrupacih de 
Izquierda Unida-Esquerra Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 10; en contra, 17; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas presentadas por la Agrupación Izquierda Unida- 
Esquerra Catalana. 

A continuación, sometemos a votación las enmiendas 
presentadas por la Agrupación del Partido Liberal, que 
van de la 62 a la 64, ambas inclusive. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, siete; en contra, 17; abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas presentadas por la Agrupación del Partido Li- 
beral. 

Seguidamente, pasamos a votar el artículo 20 del pro- 
yecto de ley que corresponde al artículo 1 ." del citado pro- 
yecto de ley. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 17; en contra, l l. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 20 

Señorías, se suspende la sesión. Continuaremos maña- 
correspondiente al artículo 1 ." del proyecto de ley. 

na a las nueve y media de la mañana. 

Eran las catorce horas y cuarenta minutos de la tarde. 
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